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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet de la Fuente, y  Secretario General de la Presidencia, señor Cristian Larroulet Vignau.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 47ª, ordinaria, en 7 de septiembre; 48ª y 49ª, ambas especiales, y 50ª, ordinaria, en 8 de septiembre, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dos primeros da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional que establece la iniciativa ciudadana de ley (boletín N° 7.206-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto de ley en materia de fiscalización ambiental (boletín N° 7.213-12) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con los dos restantes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y la República de Turquía”, suscrito en Santiago el 14 de julio de 2009 (boletín N° 6.833-10).



--Se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los cinco primeros comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio sobre la Distribución de Señales Portadoras de Programas Transmitidas por Satélite”, adoptado en Bruselas el 21 de mayo de 1974 (boletín N° 7.021-10) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica N° 35, sobre el Comercio de Servicios, entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y de Chile, celebrado en Montevideo, el 27 de mayo de 2009 (con urgencia calificada de “simple” ) (boletín N° 6.690-10) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



3.- Proyecto que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, con el objeto de ampliar las causales de implicancia de los ministros de ese organismo (boletín N° 6.163-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



4.- Proyecto que enmienda la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora; del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal, y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro (boletín N° 6.242-21) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



5.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, respecto de las facultades del Servicio Nacional del Consumidor (boletines Nos 6.973-03 y 7.047-03, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Economía.



Con el último informa acerca de la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Bicameral destinada a elaborar el Reglamento del Consejo Resolutivo establecido en el inciso noveno del artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



--Se toma conocimiento.



Siete del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los tres primeros remite igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38, inciso quinto, y 38 ter de la ley   N° 18.933, y 1° de la ley N° 20.224.



--Se toma conocimiento y se envían los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los cuatro últimos remite igual número de copias autorizadas de las sentencias dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 1° de la ley N° 19.989 y 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2005.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Dos del señor Contralor General de la República: 



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido a la investigación de supuestas irregularidades cometidas en los hospitales de la provincia de Malleco.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, acerca de la investigación sobre arrendamiento de predios fiscales para la extracción de áridos en la Región de Antofagasta.



Ocho del señor Ministro del Interior:



Con el primero da respuesta a un oficio despachado en nombre del Senador señor Prokurica, relativo a los efectos de la Reforma Previsional con relación a los beneficios contemplados por diversos cuerpos normativos para ex presos políticos.



Con los cuatro siguientes contesta igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Frei, respecto de la ejecución de los proyectos denominados “Contratación de Obras para el Mejoramiento de la Urbanización en Rahue Bajo”; “Contratación de Obras de Urbanización en la localidad de Cancura”; “Entubamiento del Estero Los Eucaliptos” en la comuna de Osorno, y diversos proyectos presentados por la señora Alcaldesa de Paillaco al Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



Con el sexto responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Quintana, sobre término del programa de reconocimiento al exonerado político.



Con el séptimo da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Tuma, referido al envío de los últimos Informes Alfa correspondientes a las Regiones Metropolitana, de Valparaíso, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule, del Biobío y de La Araucanía.



Con el último contesta un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Rincón, relativo a la entrega de mediaguas y nuevas casas a los damnificados por el terremoto de la Región del Maule.



Cuatro del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los tres primeros da respuesta a igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Frei, relacionados con la reposición del camino del sector de Maizal, comuna de San José de la Mariquina; la mantención de las operaciones del Aeródromo La Florida, y la ejecución de los pasos niveles de conurbación de La Serena y Coquimbo, en la Región de Coquimbo, y el inicio de las obras del paso nivel de Peñuelas, de esa misma Región.



Con el cuarto contesta un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Rincón, referente al estado de conservación del paso inferior Presidente Ibáñez, en el área sur de la Región del Maule.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre de los Senadores señores Coloma y Larraín, con el que solicitan prorrogar el plazo de registro de damnificados en las instancias municipales de la Región del Maule.



Dos de la señora Ministra del Medio Ambiente:



Con el primero responde un oficio despachado en nombre del Senador señor Quintana, acerca del establecimiento de un lugar para el depósito de residuos domiciliarios de la comuna de Vilcún.



Con el segundo contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre la irrupción en la zona austral del alga denominada “Didymosphenia Geminata”.



Del señor Subsecretario del Interior, con el que da respuesta a un oficio dirigido en nombre de la Senadora señora Rincón, respecto de la ejecución del plan cuadrante de seguridad preventiva en la comuna de San Javier, Región del Maule.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, por medio del cual responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las razones por las cuales se cerró el acceso al fundo Nonguén por el sector denominado “Las Canteras”, en el límite entre Concepción y Chiguayante.



Dos del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Walker (don Ignacio), relativo a las normas de calidad del agua potable para consumo humano en las provincias de San Felipe y Los Andes.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Alvear, con relación al estado de avance de las obras de mitigación del derrumbe del cerro Divisadero, comuna de San José de Maipo.



Del señor Presidente de la Corporación Chilena de la Madera A.G., mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, referido al pago del impuesto territorial por parte de las empresas forestales.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



De las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles (boletín N° 7.064-05) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Queda para tabla.

Mociones



De los Senadores señor Muñoz Aburto, señora Allende y señor Escalona, con la que inician un proyecto de reforma constitucional en materia de indultos particulares (boletín N° 7.205-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señoras Allende y Rincón y señores Muñoz Aburto y Rossi, con la que dan inicio a un proyecto de ley relativo al término del contrato de trabajo por faltas a la seguridad minera (boletín    N° 7.210-13) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Permiso Constitucional



Solicitud del Senador señor Girardi para ausentarse del país desde el 30 de septiembre hasta el 5 de octubre del año en curso.



--Se accede.

Comunicación



Del Senador señor Longueira, con la que retira su firma de la moción con que se inició el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre descuentos en las remuneraciones (boletín N° 7.092-13).



--Se toma conocimiento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira para referirse a la Cuenta.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, solo deseo saber qué ha ocurrido con el segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, y también con el de Hacienda, recaídos sobre el proyecto que propone crear el Tribunal Ambiental. Aún no se ha dado cuenta de ello y no está en tabla.

El señor PIZARRO (Presidente).- Secretaría me informa que se dará cuenta de esos informes en la sesión de mañana.

El señor LONGUEIRA.- Gracias.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en la reunión de Comités celebrada en la mañana se acordó el funcionamiento de la Comisión de Constitución en paralelo con la Sala para tratar la iniciativa que modifica la Ley Antiterrorista. Íbamos a pedir autorización del Senado para que dicho órgano técnico comenzara su trabajo a las 19. Pero ahora pensamos que sería mejor empezar a funcionar a las 17:30.

El señor PIZARRO (Presidente).- Me parece muy oportuno, señora Senadora.



¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

LIMITACIÓN DE JURISDICCIÓN PENAL MILITAR

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde, en primer lugar, ocuparse del proyecto de ley, iniciado en moción de la Honorable señora Alvear, sobre jurisdicción penal militar, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4792-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de la Senadora señora Alvear).


En primer trámite, sesión 81ª, en 3 de enero de 2007.


Informe de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sesión 65ª, en 14 de noviembre de 2007.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito principal de la iniciativa es modificar el Código de Justicia Militar mediante la limitación de la competencia de los tribunales militares. Se establece que estos conocerán de los delitos que la ley castigue con pena militar. Y de los delitos sancionados con penas comunes conocerá la justicia ordinaria.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por 3 votos a favor (Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto) y 2 abstenciones (Senadores señores Chadwick y Espina).



El texto de la iniciativa que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas pertinentes del primer informe.



Cabe tener presente que este proyecto requiere, para su aprobación, el voto conforme de 21 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me han informado que está en trámite algo de lo que plantearé. 



Pido que se recabe el asentimiento de la Sala para que este proyecto también sea visto por la Comisión de Defensa. Se trata de una propuesta que guarda relación directa con asuntos militares, pero dicho órgano técnico no ha emitido ninguna opinión sobre el particular.



La Senadora señora Alvear me dice que alguna gestión se ha hecho en ese sentido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero referirme a dos cosas.



En primer lugar, el proyecto fue presentado a tramitación el año 2007 -o sea, cuando no existía una coyuntura grave como la que enfrentamos hoy- y aborda exclusivamente lo relativo a la competencia de los tribunales militares, como explicó claramente el señor Secretario en su relación.



La iniciativa, originada en moción, se ajusta de mejor manera a lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al circunscribir la jurisdicción castrense al conocimiento de los delitos propiamente militares, entendiéndose por tales los que lesionan un interés exclusivamente militar.



Por eso proponemos excluir de la competencia de los tribunales castrenses los atentados contra Carabineros, el homicidio, el maltrato de obra y las amenazas cometidos por civiles, así como las infracciones efectuadas por civiles al Código Aeronáutico. Pero principalmente se busca eliminar los primeros delitos mencionados, debido a su gran incidencia en casos que actualmente se tramitan en dichos juzgados.



Quiero destacar que el propio Presidente de la Corte Suprema hace un par de días mencionó que los instrumentos y mecanismos que contempla la reforma procesal penal vigente son suficientes y que este otro tipo de legislaciones pareciera ser cuestionable en un Estado moderno, en especial, durante un período de paz.



Por ello, el proyecto en debate es extraordinariamente simple. Solo aborda lo relativo a la competencia de los tribunales castrenses, para que se aboquen únicamente a delitos militares cometidos por militares. Por ende, corresponde radicar en la justicia ordinaria el resto de los delitos.



Conversé con el Ministro señor Ravinet, quien me manifestó que se habló de esta moción durante una reunión de Comisiones en la Cámara de Diputados y que, fruto de las opiniones vertidas, se acordó acortar el proyecto que el Gobierno presentó sobre la materia -el Ministro me corregirá si entendí mal-, el cual se sometería pronto a votación.



En consecuencia, de acuerdo con lo anterior, sugiero que votemos la idea de legislar; esperemos la llegada de la iniciativa del Ejecutivo para analizar ambas propuestas en conjunto, y entonces, como solicitó el Senador señor Prokurica, remitamos los proyectos a las Comisiones de Defensa Nacional y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, tal como se procedió en la Cámara Baja.



De ese modo, podremos avanzar rápido sobre la base de la proposición del Gobierno y los aspectos que se consideren relevantes de la iniciativa en discusión.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Defensa.

El señor RAVINET (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, el Gobierno comparte algunas de las disposiciones planteadas en la moción en comento y, más que nada, valora el interés de acotar la jurisdicción y competencia de los tribunales militares y de efectuar una profunda modificación a su sistema orgánico y procesal para adaptarlo a las normas vigentes en materia procesal penal de nuestro país.



Para lo primero, enviamos un proyecto muy completo a la Cámara de Diputados a fin de incorporar precisiones y planteamientos como los siguientes: establecer que los civiles sean siempre juzgados por tribunales penales ordinarios; disponer que, en caso de coautoría, los militares sean juzgados por los tribunales castrenses y los demás, por los civiles; evitar que los juzgados militares procesen a menores de edad; fijar normas de procedimiento especial para delitos cometidos por civiles con claro daño a la seguridad del país (sabotaje, espionaje, robo de documentos militares, etcétera), las que, manteniendo la bilateralidad y el debido proceso, deberán asegurar la reserva y el necesario resguardo de los principios de seguridad nacional; eliminar el delito de desacato; determinar un sistema especial para las policías uniformadas; plantear la posibilidad de traspasar a la justicia ordinaria las actuales causas contra civiles que llevan los tribunales castrenses, etcétera.



Dicha iniciativa, originada en mensaje, es bastante sistémica y forma parte de los anuncios realizados por el Presidente de la República el pasado 21 de mayo en este Parlamento conforme a su programa de gobierno. Como dije, tal propuesta se complementará, en los próximos dos meses, con una reforma al sistema orgánico de los juzgados militares, en la cual se plantearán normas sobre los tribunales de garantía, la defensoría pública, la fiscalía y el debido proceso, a fin de someter esto, en última instancia, a la jurisdicción de la Corte Suprema.



Consideramos que los proyectos referidos son de tipo sistémico.



Esta mañana las Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia y de Defensa Nacional, unidas, de la Cámara de Diputados aprobaron unánimemente la idea de legislar sobre la iniciativa del Ejecutivo. Además, le pidieron al Gobierno, también por consenso, separar los asuntos relativos a la competencia de los tribunales, con el fin de dar una señal potente ante los problemas derivados de la huelga de hambre de comuneros mapuches.



Reitero: dicho proyecto fue aprobado, por unanimidad, en las referidas Comisiones de la Cámara Baja.



Por eso, señor Presidente, nos parece de toda lógica que esta Corporación espere la llegada desde la otra rama del Congreso de nuestra propuesta legislativa, que es más integral. Algunas sugerencias de la iniciativa en debate se hallan en perfecta armonía con las del proyecto del Ejecutivo; otras, que no están incluidas en este, son discutibles.



Por tal razón, nos parece de toda prudencia pedir al Senado que aguarde el despacho de la iniciativa desde la Cámara de Diputados antes de avanzar en el conocimiento particular de las disposiciones del texto en análisis.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quería referirme a la solicitud del Honorable señor Prokurica, pero ya no es necesario, dado que la Senadora señora Alvear manifestó su disposición como autora de la moción y la de los miembros de la Comisión de Constitución a abordar en conjunto ambos proyectos: el que se tramita en la Cámara Baja y este.



Mi diferencia de criterio con el Senador señor Prokurica radica en que, a mi entender, esta materia es propia de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y no de la de Defensa Nacional. Por tanto, no debiera ser tratada por ambos órganos técnicos.



Pero dejo ese criterio pendiente, en virtud de lo antes indicado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, solo para explicar que no comparto lo expresado por el Honorable señor Escalona, ya que por algo se encuentra aquí el señor Ministro de Defensa Nacional. Asimismo, esta iniciativa se tramitó en la Cámara de Diputados en las Comisiones unidas de Defensa y de Constitución, Legislación y Justicia. 



Además de lo anterior, hay delitos militares específicos, como el espionaje, la traición a la patria y otros más, que justamente son de competencia castrense. 



Por lo tanto, a mi juicio, sí tiene que ver la Comisión de Defensa Nacional con la materia de que trata el proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.



El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos a favor). 



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).
El señor PIZARRO (Presidente).- Queda aprobado en general el proyecto y se procederá como se ha establecido en el debate en la Sala, esto es, vuelve a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento a la espera de la iniciativa que se encuentra en primer trámite en la Cámara de Diputados, correspondiente al boletín Nº 7.203-02.

ENMIENDA DE LEY Nº 18.695 Y REGULACIÓN DE ASOCIACIONES MUNICIPALES
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las asociaciones municipales, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “simple”.
--Los antecedentes sobre el proyecto (6792-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 38ª, en 3 de agosto de 2010.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización, sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2010.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es facultar a las municipalidades para asociarse entre ellas y gozar de personalidad jurídica de derecho privado.



La Comisión de Gobierno discutió este proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar (don Andrés).



El texto aprobado por la Comisión es el mismo que despachó la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite y se transcribe en el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios.



Corresponde señalar que el artículo 1º y el artículo transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el mensaje con que se envió a trámite legislativo el proyecto en debate señala que en mayo de 2009 fue  promulgada la ley Nº 20.346, que aprobó la reforma constitucional en materia de asociación municipal, la cual modificó el artículo 118 de la Carta Fundamental, facultando a las municipalidades para asociarse entre ellas en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva.



 En tal virtud, se hace necesario efectuar las adecuaciones pertinentes en dicha ley orgánica, propósito que cumple la iniciativa en informe.



A partir de 1993, las municipalidades se han venido asociando entre ellas con el fin de desarrollar formas colaborativas de gestión. La experiencia internacional demuestra que la asociatividad ha sido fundamental en el fortalecimiento de la autonomía municipal, en el desarrollo político, financiero y administrativo y, sobre todo, en una mayor efectividad y eficiencia de las administraciones locales.



Las asociaciones de municipalidades son un importante referente de la institucionalidad municipal. Gran parte de los municipios del país se encuentran adscritos a algún referente asociativo, sea este de carácter nacional, regional, territorial o temático. 



Así, en el ámbito nacional, encontramos a la Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM). 



Por su parte, las de índole regional se hallan constituidas por capítulos regionales organizados en torno a intereses relativos al desarrollo regional. 



A su vez, las de carácter territoriales están conformadas en torno a un proyecto común relacionado con un aspecto territorial compartido, tal como una identidad cultural o económica-productiva, constituyendo estas el mayor número de asociaciones municipales existentes. 



Finalmente, se encuentran aquellas de índole temática, integradas sobre la base de intereses comunes de un grupo de municipios, tales como aquellos de carácter turístico, minero, de desarrollo rural, etcétera.



Sin perjuicio de sus importantes logros, la asociatividad municipal ha enfrentado dificultades derivadas de la estructura normativa que no le reconoce personalidad jurídica a estas asociaciones municipales, por lo que, por ende, no pueden actuar como sujetos de derecho con plena capacidad, viéndose obligadas a funcionar bajo el alero de la municipalidad cuyo alcalde, transitoriamente, ejerce la presidencia de la respectiva asociación. Ello genera una serie de problemáticas, tales como la falta de autonomía financiera, inconvenientes en la administración de sus bienes y entorpecimiento en la gestión del personal. 



Tales dificultades han hecho concluir a la Contraloría General de la República, según cita el mensaje, que la carencia de personalidad jurídica les “dificulta su pleno desarrollo y su reconocimiento, como sujetos de derecho. Por ello, se sugiere subsanar este inconveniente”.



Estas consideraciones se tuvieron en vista al introducir la modificación al inciso sexto del artículo 118 de la Constitución, donde se incorporó una declaración que establece que podrán gozar de personalidad jurídica de derecho privado, de conformidad con lo que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.



En el escenario descrito, es necesario legislar en esta materia con el objeto de cumplir los siguientes fines:



a) Profundizar el proceso de descentralización, dándole autonomía a las asociaciones municipales como estrategia para el desarrollo de los territorios.



b) Tener asociaciones municipales como sujetos de derecho, rescatándolas de una suerte de marginalidad en relación con el resto de los actores del desarrollo territorial.



c) Lograr mayor liderazgo asociativo a largo plazo, lo que se ve en estos momentos perjudicado, por cuanto, al no poder existir asociaciones con personalidad jurídica propia, deben funcionar con la de un municipio que tendrá a su cargo la administración y dirección de los servicios que se presten u obras que se ejecuten.



d) Regular los actos administrativos de las asociaciones, al darles sustento legal, permitiéndoles disponer de patrimonio propio y de la facultad para contratar personal bajo su dependencia jurídica y administrativa.



e) Definir una dotación de personal estable.



f) Regular el patrimonio, ya que al tener personalidad jurídica propia permitirá a las asociaciones municipales contar con un patrimonio propio y contraer compromisos financieros.



g) Servir mejor a la comunidad, pues al fortalecerse el asociacionismo, este se perfecciona como herramienta eficaz para lograr una gestión más adecuada y eficiente, basada en economías de escala, satisfaciendo de mejor modo las diversas necesidades existentes en el territorio.



Señor Presidente, la idea matriz de la iniciativa en informe         -aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Gobierno- es cumplir con la norma constitucional que faculta a los municipios para asociarse entre sí, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva, pudiendo tales asociaciones gozar de personalidad jurídica de derecho privado.



Debo destacar que la Octava Región, que represento en esta Sala, fue una de las pioneras en partir con las asociaciones de municipios en territorios integrados por diversas comunas. 



En efecto, desde 1993, existen el territorio de Amdel, con seis comunas; el de Biobío Centro, con tres comunas; el de Biobío Cordillera, con ocho comunas; el de Arauco, con siete comunas; el de Valle Itata, con nueve comunas; el de Punilla, con cuatro comunas; el de Laja Diguillín, con seis comunas; el de Pencopolitano, con siete comunas; el de Reconversión, con dos comunas (Lota y Coronel). Las únicas comunas que no se han integrado a ningún territorio son Chillán y Chillán viejo.



La participación y el avance que han logrado todas estas asociaciones ha sido realmente espectacular.



Hace ocho o siete días la Intendenta de la Octava Región le entregó a la Asociación de Municipios de Valle Itata vehículos para cada uno de los nueve municipios que la integran.



Y todo lo reseñado lo han conseguido gracias a la forma asociativa en que operan. 



Por lo tanto, la materia en debate es una cuestión altamente conveniente. Y estamos cumpliendo con la Carta Fundamental al modificar la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades para que puedan asociarse legalmente a lo largo del país. 




He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, el Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, don Hosaín Sabag, ha rendido un informe bastante completo. Por lo tanto, me ahorra una serie de comentarios.



No obstante, quiero señalar que la Cámara Alta en los dos últimos meses se ha abocado a legislar sobre materias que interesan a las municipalidades. Primero, dándoles nuevas facultades con motivo de la seguridad pública, mediante el cierre de pasajes y calles. Y ahora, permitiendo que puedan asociarse. 



En los hechos, lo anterior se ha estado produciendo, pero con una precariedad legal y administrativa que hace que los frutos del encuentro de diversas municipalidades, ya sea por tema o por territorio, sean absolutamente insuficientes.



El trabajo de una determinada entidad edilicia respecto de su territorio requiere necesariamente el acuerdo con otras. Por lo tanto, tener la posibilidad de contar con personalidad jurídica les va a permitir avanzar de manera sustantiva en esos acuerdos que hoy día no es posible alcanzar.



Tal como dijo el Senador Sabag, por ejemplo, los siete municipios que conforman la provincia de Arauco de la Región del Biobío, que es una de las más pobres y a la cual represento junto con el Honorable señor Ruiz-Esquide, actúan en forma conjunta. Y fueron una contraparte importante para lo que se denominó en su momento el “Plan Arauco”. 



No obstante, por el hecho de no tener la fortaleza que da una personalidad jurídica, de no contar con una organización administrativa adecuada, de carecer de facultades para avanzar, el trabajo realizado quedó reducido a meros buzones, a simples solicitudes dirigidas al gobierno regional o al gobierno central.



Se produce, por otro lado, la incongruencia de que el Congreso, en asuntos que dicen relación a los municipios, tiene como contraparte a la Asociación Chilena de Municipalidades, la cual concurre de manera constante a las distintas Comisiones a exponer sus puntos de vista. Pues bien, aquellos actúan con una precariedad jurídica y administrativa verdaderamente insostenibles.



La municipalidad de la que forma parte el Presidente de dicha Asociación -como se señaló aquí- es la que debe llevar adelante todos los costos que ella implica referente a personal, contratar estudios, asesorías. Y ello, por lo tanto, genera una dificultad mayor. 



Este es un proyecto que les otorga personalidad jurídica a estas asociaciones. Por lo tanto, es un instrumento mucho más efectivo para que la voluntad de poder actuar en conjunto acerca de cuestiones de carácter territorial o temático, así como en aspectos relacionados con educación y salud, sea verdaderamente más fecunda.



Le estamos dando a las municipalidades un espacio para que puedan representar mejor a sus comunidades.



Por eso, anuncio que votaré favorablemente el proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En este momento no hay más inscritos y me han pedido que abra la votación.



Si no hay objeción, se procederá en tal sentido.



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación la idea de legislar.


--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.
El señor QUINTANA.- Señor Presidente, recién conversé con el Senador señor Sabag, quien informó el proyecto en nombre de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y la verdad es que me parece una iniciativa bastante interesante, que tuvo su origen en un mensaje de mayo del año recién pasado.



El proyecto recoge una demanda bastante sentida por los municipios del país, por las asociaciones de municipalidades. 



La Región de La Araucanía, que represento en el Senado, cuenta con una de esas asociaciones -al igual que la inmensa mayoría de las Regiones del país-, las que han demostrado en el tiempo ser bastante eficaces.



La materia que aborda la modificación a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, era un paso que faltaba dar. Como bien señaló el Honorable señor Sabag, la Constitución ya había sido enmendada con el objeto de posibilitar este tipo de asociaciones. De tal forma que dotarlas hoy día -ya sean regionales, provinciales- de personalidad jurídica, de patrimonio propio, de personal estable y posibilitar que puedan contraer compromisos financieros constituye una necesidad y más bien dicho apunta a una cuestión central. Incluso, muchas de estas asociaciones, en determinadas oportunidades, han sido críticas del Parlamento, a veces tal vez con razón, o quizás, por falta de comunicación.



En el ámbito educacional han señalado en varias ocasiones que aquí se legisla sobre una serie de proyectos sin contemplar su financiamiento. Yo creo que sería bueno homologar equipos técnicos que puedan tener los municipios, particularmente las asociaciones que son la voz regional en un país como el nuestro que se halla fuertemente marcado por el presidencialismo y en Regiones por figuras como los Intendentes y autoridades regionales. 



Insisto en que es importante dotarlas de estos mecanismos, de estos instrumentos que permitan en debates como los que se llevan adelante en materias de educación, conocer exactamente cuál es su opinión. Pero esto no puede ser un sistema rotatorio como el que hoy día tenemos.



En la actualidad, como bien manifestó el Senador Sabag, el municipio que se hace cargo de la presidencia temporal de esta asociación tiene que contratar a los profesionales, poner los vehículos y, en mi opinión, muchas veces se actúa al límite de la legalidad en tales aspectos.



Esta modificación además va a posibilitar la adquisición de equipamiento, de vehículos. Muchas veces los consejos regionales disponen de recursos que son devueltos al nivel central porque no los pueden ejecutar, no los pueden invertir. 



Yo creo que de aquí van a surgir necesidades muy importantes. Por lo pronto estoy pensando en una para la zona que represento que, tal vez, sea de las más exitosas que he visto en el último tiempo. Porque algunos de los temas asociativos, como señaló el Honorable señor Sabag, tienen que ver con el turismo, con cuestiones territoriales, con planes de desarrollo y resolver también aspectos relacionados con residuos sólidos domiciliarios. Esto, naturalmente, se hace de manera asociativa, porque nadie quiere llevarse la basura, especialmente cuando se trata de comunas grandes. Y cinco de ellas, que pertenecen a la Región de La Araucanía norte, como las de Angol, Collipulli -bajo la presidencia del Alcalde Leopoldo Rosales-, Purén, Los Sauces y Renaico, hoy día han logrado resolver dicha situación con fondos del gobierno regional. 



En consecuencia, esta modificación legal va a favorecer y a posibilitar un proceso que para concretarlo de otra manera habría que darse varias vueltas, insisto, a veces al borde de la legalidad para facilitar estos objetivos que finalmente apuntan al desarrollo.



Por esa razón, señor Presidente, vamos a apoyar con total convicción esta modificación a la Ley Orgánica de Municipalidades.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, es para referirme a otra materia.



No sé si ya terminó la discusión de este proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Aún no finaliza, Su Señoría.



De hecho, ha pedido la palabra el Senador señor Navarro.

El señor LONGUEIRA.- Entonces hablaré una vez que termine el debate, porque como ya dije aludiré a otro asunto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, todo lo que tienda a favorecer la gestión territorial básica, que es el municipio, es positivo. 



Muchas de estas asociaciones funcionan a veces de hecho y lo hacen en forma coordinada. No obstante, las normas propuestas en el proyecto en debate les van a permitir una participación mucho más decidida.



Tengo una pregunta para quienes han trabajado en la iniciativa: ¿Se va a posibilitar, por ejemplo, que algunas Direcciones de Administración de Educación Municipal (DAEM) puedan trabajar de manera conjunta en la administración de la educación municipal? 



Soy partidario de crear las Corporaciones Regionales de Educación Pública y sacar a las municipalidades del ámbito educacional. Sin embargo, respecto de los costos y del alto endeudamiento que hoy tienen los municipios en educación y salud, la administración centralizada puede generar importantes ahorros.



Por otra parte -lo dijo el Senador Quintana-, existiría un conjunto de licitaciones de tareas de las que se hace cargo cada municipio (recolección de residuos domiciliarios y otras) en las que la formación de asociaciones permitiría bajar los costos.



De ser así, la ley en proyecto posibilitaría actuar a ese respecto con mayor agilidad. Y lo digo porque en muchas ocasiones se deben realizar 365 o más licitaciones.



Deseo saber, entonces, si se autorizará la asociación para todos los casos, y además, si los activos de las asociaciones pueden comprometer el patrimonio municipal. 



Cuando se planteaba la asociatividad entre municipios chicos y grandes, se decía: “Sí, vamos a tener una asociación, pero cada cual concurrirá con un capital diferente para la solución de los diversos problemas”.



Pongo como ejemplo lo ocurrido tras el terremoto y el maremoto. Uno se preguntaba para qué cada municipio iba a tener camiones aljibes, maquinarias, en fin. O sea, debe existir una coordinación que permita el funcionamiento de un equipo centralizado capaz de asistir de manera completa a un municipio frente a una emergencia, en vez de que cada uno cuente con un equipo propio y personal, porque esto es muy caro y poco eficaz.



Votaré a favor de este proyecto de ley, señor Presidente. Pero me gustaría que el Senador Sabag u otro colega que haya analizado esta materia me aclarara el punto, porque lo considero muy determinante para que la modificación a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades surta efecto concreto.



¡Patagonia sin represas!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, intentaré responderle al Senador señor Navarro.



Efectivamente, esta iniciativa persigue fortalecer a los municipios más pequeños con respecto a sus pares de mayor tamaño. Y, obviamente, permite una asociación que en la práctica se da. Pero no tiene relación alguna ni con las corporaciones municipales ni con los DAEM.



Ahora, comparto el criterio señalado por el colega Navarro, que no es menor. Yo soy partidario del traspaso de competencias en materia de educación, por ejemplo, a los futuros gobiernos regionales -hoy son meros administradores regionales-, para que el Estado de Chile nunca se desprenda de la responsabilidad que le cabe en lo que va quedando de la educación pública. Sin embargo, esa es una discusión distinta, que pasa por el fortalecimiento de la educación pública. Y para allá va la cuestión.

El señor QUINTANA.- Así es.

El señor BIANCHI.- Por lo tanto, hoy estamos discutiendo un proyecto que solo se refiere a las asociaciones de municipios.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos a favor).

 

Votaron las señoras Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Walker (don Ignacio).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Hay que fijar plazo para formular indicaciones.



¿Senador señor Sabag?

El señor SABAG.- El 4 de octubre.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A las 12.



Si le parece a la Sala, se resolverá en los términos indicados.



--Así se acuerda.
)--------------------------------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, solo deseo pedir que se recabe el acuerdo de la Sala sobre la situación que expondré en seguida.



En esta sesión se dio cuenta de la recepción de un mensaje por el que se inicia un proyecto en materia de fiscalización ambiental. El propósito es resolver un problema generado a raíz de la ley que creó el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente.



En efecto, dada la tardanza habida en la implementación de los tribunales ambientales, habrá un tiempo durante el cual, suprimida la CONAMA, no quedarán radicadas en ningún órgano de la Administración del Estado las facultades de fiscalización y sanción. Entonces, para salvar la situación que se producirá hasta que aquellos entren en funcionamiento, se presentó un proyecto de artículo único, que esperamos despachar mañana, a las 13, en la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



El sentido de mi intervención, señor Presidente, es pedirle que recabe el acuerdo de la Sala para que veamos en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana dicha iniciativa, que -repito- consta de un artículo, es simple y busca resolver una situación no prevista durante la discusión del proyecto a que me referí. La verdad es que esperábamos que los tribunales ambientales estuvieran instalados con bastante más prontitud.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, si la Sala estuviera de acuerdo, no habría objeción a su solicitud, excepto por dos puntos, según me indica la Secretaría.



Primero, el informe de la Comisión tendría que ser despachado a tiempo.



Y segundo, deberíamos esperar la opinión de la Corte Suprema, atendido que debe ser oída por disposición del artículo 77 de la Carta.



No olviden, Sus Señorías, que a este último respecto ya tuvimos una dificultad con el Tribunal Constitucional.



De resolverse ambos puntos, se colocará la iniciativa sobre fiscalización ambiental en la tabla de Fácil Despacho.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no advertí que en la Cuenta se había resuelto el envío del proyecto a la Corte Suprema, lo que, según entiendo, fue planteado por la Mesa o por la Secretaría.



La verdad es que no sé por qué se solicita la opinión del Máximo Tribunal, pues solo se extienden las facultades fiscalizadoras y sancionatorias a órganos del Estado.



El proyecto en cuestión -reitero- debió presentarse porque no están en vigencia los tribunales ambientales.



Por lo tanto, le pido a la Mesa revisar si se requiere el trámite a la Corte Suprema. Y en caso afirmativo, simplemente habría que esperar el informe respectivo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Eso vamos a hacer, Su Señoría. Si se subsanan las dificultades, pondremos la iniciativa en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana. Por ahora, vamos a analizar en detalle los antecedentes.

DESIGNACIÓN DE SEÑORA SUSANA JIMÉNEZ SCHUSTER COMO CONSEJERA NACIONAL DE PESCA
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en una solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República para designar integrante del Consejo Nacional de Pesca a la señora Susana Jiménez Schuster.

--Los antecedentes sobre el oficio (S 1287-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 43ª, en 17 de agosto de 2010.


Informe de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2010.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo señala que el nombramiento de la señora Jiménez corresponde por el plazo que resta para cumplir el período (esto es, hasta el 19 de febrero de 2014) del Consejero inmediatamente anterior, señor Tomás Flores Jaña, quien en la actualidad es Subsecretario de Economía.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura recibió en audiencia a la economista señora Susana Jiménez, quien se refirió a su carrera profesional y académica, y, además, manifestó su opinión sobre el funcionamiento y la representación del Consejo Nacional de Pesca.



El órgano técnico informante, luego de analizar los antecedentes relativos a esta materia, concordó por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Bianchi, Horvath, Orpis y Rossi) en que en esta designación se cumplen los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico nacional.



Hay que tener en cuenta que, para otorgar su acuerdo, esta Alta Corporación requiere el pronunciamiento favorable de tres quintos de los Senadores en ejercicio; en este momento, 22 votos afirmativos.



Finalmente, cabe mencionar que el Ejecutivo hizo presente la urgencia contemplada en el numeral 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, que vence el 16 de septiembre; o sea, quedan dos días para la expiración del plazo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se activarán los timbres y procederé a abrir la votación.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi para fundar su voto.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, voy a votar en contra de esta solicitud. Y quiero fundamentar las razones.



No se trata de una valoración sobre la persona, el currículum, la trayectoria o la idoneidad de la profesional en comento, sino más bien de un cuestionamiento muy serio y de un profundo reparo a la manera como está funcionando el Consejo Nacional de Pesca.



Dicho organismo -y lo sabe muy bien el Senador señor Orpis, con quien compartimos opinión sobre el particular- se halla funcionando al margen de la ley respecto a la distribución de cuotas de captura que hizo la legislación que pretendía -y de alguna manera ha logrado este objetivo- poner fin a la “carrera olímpica”.



Digo “al margen de la ley” porque la Contraloría se pronunció acerca de la forma como debían distribuirse las cuotas de captura por unidad de pesquería. Sin embargo, el Ejecutivo y la Subsecretaría de Pesca decidieron enviar durante la próxima semana un proyecto que permitirá hacer dentro de la ley lo que antes se realizaba fuera de ella, en vez de rectificar y distribuir las cuotas según corresponde y como claramente se encuentra dispuesto.



Por otro lado, debo señalar que el Gobierno del señor Piñera se comprometió con las unidades de pesquería del norte -Primera, Segunda y Decimoquinta Regiones- a entregar 40 mil toneladas de jurel como cuota adicional. El Subsecretario de Pesca hizo la propuesta del caso. Pero finalmente, por un problema de quórum -los consejeros designados por el Presidente no asistieron a la reunión del Consejo Nacional de Pesca-, no se reunieron los votos necesarios para aprobarla.



De otro lado, hay también un cuestionamiento bastante de fondo en el sentido de que esta es -diría yo- una de las pocas áreas de la economía donde el regulado es a la vez regulador.



Porque, ¿quiénes participan en el Consejo Nacional de Pesca? Representantes de los empresarios del sector pesquero, del norte y del sur.



Esto no se da en las telecomunicaciones ni en ningún otro ámbito de la economía: que el regulado actúe asimismo como juez, como regulador. Y, en definitiva, en este caso se decide sobre el destino de recursos marinos que son de todos los chilenos.



Tanto es así que, como Concertación, hemos impulsado reformas constitucionales destinadas a atribuirles a las aguas el carácter de bien nacional de uso público. Y, por lo mismo, hoy estamos trabajando para tener un royalty que dé cuenta de lo que significa usar recursos naturales no renovables; en este caso, del subsuelo.


Igual ocurre con el recurso marino.



Por otra parte, el Consejo Nacional de Pesca ha hecho oídos sordos a todos los estudios -técnicos, científicos- que establecen que el stock de jurel del norte es distinto al del sur.



Hace poco, inclusive, el Instituto de Fomento Pesquero presentó un estudio donde muestra que la talla de madurez sexual del jurel alcanza a 20-21 centímetros; en todo caso, menos de 22.



Sin embargo, para seguir sosteniendo las posiciones que ha sustentado Chile en la ORP, no se acepta la evidencia contundente de otros estudios en cuanto a que el stock de jurel del norte es el mismo del sur peruano y no tiene que ver con el de la Octava Región.



Por todas esas razones, señor Presidente, rechazo la solicitud del Gobierno.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer término, quiero señalar, como Presidente de la Comisión, que entrevistamos a la señora Susana Jiménez Schuster -es economista y, además, tiene una serie de especialidades-, para contar con una visión objetiva y dar fe de que cumple con todos los requisitos exigidos para integrar el Consejo Nacional de Pesca.



Los miembros de dicho órgano técnico le formularon preguntas. Y en el informe se da cuenta de la participación de los Senadores Orpis, Rossi, Bianchi, etcétera.



En la sesión pertinente se le plantearon varios temas: cómo será modificada la Ley de Pesca el próximo año, cuáles son sus posiciones, en fin.



Respecto a la cuestión específica expuesta recién por el colega Rossi, quedó bien claro que doña Susana Jiménez no tiene un enfoque que represente a un grupo o a alguna zona en particular (la norte o la sur). De manera que, además, ese es un punto a favor en cuanto a sus posibilidades de ser consejera nacional de pesca.



Ahora, la verdad es que el Consejo Nacional de Pesca no dispone de tantas atribuciones como aquí se ha dicho. Aprueba o no determinadas presentaciones del Ejecutivo, pero no juega un papel muy sancionador. De hecho, el Gobierno puede entenderse directamente con el Parlamento en lo referente a reformas legales y actuar en consecuencia.



De otra parte, nosotros mismos hemos respaldado estudios para definir los diversos stocks del jurel y postular, por parte del Ejecutivo y con fondos públicos, un marcaje de la especie, todo lo cual es realmente necesario para reglar la situación y actuar con mayor justicia en la asignación de cuotas.



Ahora, el Consejo Nacional de Pesca se halla integrado por representantes de los distintos sectores industriales; de los pesqueros artesanales; del ámbito acuícola; de las organizaciones de trabajadores, y de una cantidad relevante de expertos.



En consecuencia, yo no haría un juicio tan rápido sobre dicho organismo.



Por lo demás, tuvieron 20 años para financiar estudios que podrían tenernos en buen pie para tomar mejores decisiones.



Este año, asimismo, se ha reducido el Fondo de Investigación Pesquera.



En tal sentido, aprovecho la oportunidad para solicitar, por intermedio del señor Presidente, que se completen las cifras históricamente destinadas a tal objeto, con el fin de justificar y fundamentar en forma más adecuada la asignación de cuotas y asegurar la sustentabilidad del recurso. 



Con esos antecedentes, en cuanto Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, de manera unánime, votamos favorablemente la designación de la señora Susana Jiménez Schuster como integrante del Consejo Nacional de Pesca.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, comparto por completo el diagnóstico que hizo el Senador Rossi.



Debo recordar que con el colega Gómez y el resto de los Senadores de la zona norte formulamos la presentación ante la Contraloría General de la República.



Y este problema no es de ahora. A decir verdad, la Subsecretaría de Pesca no ha cumplido la resolución del Órgano Contralor desde hace prácticamente seis o siete meses; nunca ha querido aplicarla.



En definitiva, la Contraloría dictaminó que la cuota había sido determinada ilegalmente, pues debió asignarse por unidades de pesquería, en función de los antecedentes técnicos, en el caso de la especie en cuestión.



Las partes -en particular la zona sur- interpusieron recursos ante las Cortes de Apelaciones pertinentes. Fueron declarados inadmisibles. Se notificó a la Subsecretaría de Pesca. Y lo cierto es que desde hace mucho tiempo no se ha querido cumplir la resolución del Organismo Contralor.



Entiendo la molestia existente, pues se han realizado todos los esfuerzos, a través de distintos mecanismos, conducentes a que las unidades de pesquería adquieran mayor grado de autonomía y el Consejo Nacional de Pesca refleje mejor la realidad de la pesquería nacional y no solo determinadas mayorías ubicadas en territorios específicos.



Eso ha perjudicado seriamente el desarrollo de la pesca, sobre todo en el norte de Chile.



Por lo tanto, comparto plenamente el diagnóstico recién efectuado y valoro los esfuerzos comunes que hemos hecho para desarrollar la pesca en el norte y no tener trabas como las descritas.



Empero, estamos ante una situación distinta: el nombramiento como consejera nacional de pesca de una profesional que reúne todos los requisitos exigidos y que, de manera muy objetiva, contestó en la Comisión todas las consultas que le hicimos sus miembros, lo que motivó nuestra aprobación unánime a la solicitud del Presidente de la República.



Voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hemos dicho y reiterado en esta Sala que el Consejo Nacional de Pesca requiere importantes, profundas, decisivas modificaciones.



El nombramiento de Susana Jiménez, profesional destacada, con un posgrado en Economía de la Universidad Católica y quien se desempeñaba hasta hace poco en el Instituto Libertad y Desarrollo, responde a una clara opción política. El organismo al que es postulada se integra sobre la base de una representación de esa índole respecto del Presidente de la República. ¡Gravísimo error!



Todos los expertos nacionales e internacionales dicen que 50 por ciento de las pesquerías en Chile se encuentran en una situación irrecuperable; 30 por ciento, colapsadas, y solo 20 por ciento se maneja de manera sostenible.



La situación de la sardina y la anchoveta es cada día más grave y en el Consejo, para el cual se nos pide hoy apoyar la nominación de una representante del Primer Mandatario, se ha aprobado siempre más de cien por ciento de lo recomendado por los científicos.



Quiero más científicos en esa entidad y menos economistas de la Universidad Católica. Me interesa que allí se apruebe efectivamente lo que el país necesita para la sostenibilidad pesquera y no lo que pretendan los empresarios del sector. Porque estos, mediante el chantaje del empleo, presionan en esa instancia -afirman que se van a perder mil, dos mil puestos de trabajo-, y, en definitiva, se ha hecho desaparecer la biomasa de los más importantes recursos del país.



¡Ahí están los tripulantes pescando a mil 400 millas! Cuando uno se corta un brazo, se accidenta, llega muerto al continente, a la comuna de Coronel.



Entonces, lo que se requiere es un gran debate, y no estoy disponible para seguir aprobando miembros de un Consejo Nacional de Pesca que no cumple el objetivo para el cual fue creado: equilibrar la adecuada entrega de los recursos pesqueros.



El Subsecretario de Pesca tampoco ha mejorado mucho las cosas. Criticaba mucho a Felipe Sandoval, pero ha hecho exactamente lo mismo: repartir pescados a diestra y siniestra.



En consecuencia, nada ha cambiado y parece ser un sector que cuesta mucho regular.



Por mi parte, espero que durante esta Administración, a la cual debiera interesarle regular la pesca -de no hacerlo, se va a acabar toda la actividad industrial y artesanal-, podamos tener un sano debate sobre cuál es el Consejo que el país requiere y no sobre la representación sectorial, económica, que hoy día refleja.



Voy a votar en contra, señor Presidente, porque creo que ese organismo no puede seguir integrándose de manera política, y menos por economistas. ¡Estos han hecho un desastre de su funcionamiento! Y han creado un grave problema, porque la curva de la ecuación de crecimiento económico que sacan no es la correspondiente al crecimiento del jurel, al que se sigue pescando de 26 centímetros. Y se continúan extrayendo ejemplares de sardinas y anchovetas -lo advierto aquí, y, desde luego, pediré oficiar sobre este punto al Servicio Nacional de Pesca y a todos los organismos pertinentes- llenas de huevos, en plena etapa de reproducción.



Se podría preguntar: “¿Y el Consejo sigue autorizando cuotas de investigación?”. Resulta que estas son todas mentirosas. Lo único que hace tal medida es permitir cuotas de subsistencia, y hoy día se está destruyendo una biomasa muy importante de sardina y anchoveta, sin que dicha entidad evidencie una preocupación sobre el particular.



Por cierto, las cifras macroeconómicas son importantes, pero no reflejan el daño causado.



En consecuencia, señor Presidente, más allá de la persona de la señora Susana Jiménez, a quien no tengo el gusto de conocer, lo que hago es rechazar una nominación que no cumple con los requisitos básicos.



Chile requiere un instituto de investigación pesquera autónomo. No lo tiene. El Instituto de Fomento Pesquero no lo es. ¡Allí se mueren de hambre! Tienen que “ratonear” y ganar algún proyecto para defender a los pescados. ¡Si estos votaran, se manifestaría una gran preocupación! ¡Como no votan, cero preocupación! Lo que quiero es un organismo que defienda la biomasa, que salvaguarde el recurso natural.



Se lo dijimos en la Sala al Presidente del Banco Central: se necesita una cuenta nacional sobre la pesca, porque esta última, como el sector forestal y el minero, es una de las fuentes básicas del desarrollo nacional. No existen esas cuentas nacionales ni ambientales, lo que ha tenido como resultado la destrucción. Los Consejeros, como son nominados por el Primer Mandatario, tampoco lo plantean.



Por tanto, el Consejo Nacional de Pesca no sirve para dichos objetivos.



Voto en contra, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estoy muy contento de que se halle en la Sala el Ministro señor Larroulet, porque lo primero que me gustaría hacer es establecer un criterio que es sano en democracia: que cuando el Ejecutivo pretenda hacer designaciones entienda que el Senado de la República no es un buzón, en el cual se conversa con uno para tratar de imponer lógica entre todos. Y menos cuando se trata de una actividad económica tan estratégica como la pesca, no solamente por el empleo o el nivel de inversión que involucra, sino también porque lo que está en juego es un área de nuestros recursos naturales renovables que es preciso cautelar, conforme al espíritu esencial de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Muchos de nosotros somos sumamente críticos respecto del quehacer del Consejo Nacional de Pesca. Tenemos la percepción de que es objeto de presiones en demasía y de que, producto de ello, tiende a valorar más el empleo, la inversión en capital, que su función principal: cautelar la sostenibilidad del proceso extractivo en las doce pesquerías del país.



Entendemos -se lo digo con todo respeto al señor profesor de Filosofía presente en la Sala- que las críticas a quienes pueden integrar el Consejo no deben ser en función de qué estudiaron en la universidad. No tengo ninguna duda de que la señora Susana Jiménez puede ser una persona idónea, una buena profesional. No quiero que se la denueste por ser economista o ingeniero comercial. No es ese el punto.



Estamos dispuestos a colaborar también con los equilibrios políticos.



Pero deseo representarle al Ejecutivo por su intermedio, señor Presidente, que es bueno que se contemplen procesos como el que nos ocupa, más aún cuando en el último tiempo se ha registrado un tremendo conflicto, sosteniendo algunos interpretaciones legales distintas. Hay quienes creen que la Contraloría General de la República puede instruir a un cuerpo ejecutivo acerca de lo que debe hacer en materia de distribución de cuotas. Otros tenemos una opinión diferente.



Más allá de ese punto y de los legítimos intereses que puede tener una pesquería en el norte de que le asignen mayores cuotas, denegadas en esta coyuntura, planteo la posibilidad de celebrar una sesión especial a fin de definir cuáles son las acciones del Consejo Nacional de Pesca para garantizar la sostenibilidad del proceso extractivo en las doce pesquerías.



Porque tiendo a compartir lo expuesto por el Senador señor Navarro, con excepción de su desliz acerca de las opciones profesionales... No concluyo tampoco que los profesores de Filosofía no sean idóneos para pertenecer a esta Corporación...



Por mi parte, voy a votar a favor de la nominación.



Entiendo que, en el fondo, el Ejecutivo está pidiendo un apoyo para alguien más bien de su inclinación y no queremos ser un obstáculo para ello, mas le pido que aprenda a dialogar sobre estos asuntos. Le decía, en broma, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia que un amigo muy cercano, de nuestras bancadas, siempre dialogaba, con todos, en esta materia y que nos gustaría que esa práctica se mantuviera, sin entenderse que al conversar con una persona se conversa con todos. Es necesario tratar este tipo de cuestiones tanto con quienes somos de Oposición como con quienes pertenecen a la Alianza, porque implican un debate que nos interesa a todos, que es el cuidado de los recursos renovables, en particular de la pesquería, que tanto empleo da y es tan importante para Chile.



Voy a votar a favor, señor Presidente, con la reserva hecha respecto del procedimiento y solicitando la posibilidad de llevar a cabo una sesión especial sobre el tema de fondo: qué pasa con las doce pesquerías y con el rol del Consejo Nacional de Pesca, el cual, muchas veces, parece ser objeto de presiones que van más allá de los intereses del país.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, estimo interesante lo planteado por diversos Senadores. No pensaba intervenir, pero me gustaría agregar que en primer lugar se les debiera pedir tanto a la Subsecretaría como al Consejo Nacional de Pesca que finalmente tomen alguna determinación respecto de la pesca de investigación. Porque es una vergüenza: constituye, en realidad, una actividad totalmente comercial, pero que se les entrega a algunas universidades para que hagan negocio. ¡Hasta cuándo!



En seguida, el Honorable señor Rossi hacía presente que los jureles del sur son distintos de los del norte. Sucede que una de las primeras iniciativas legales que nos tocó tramitar hace veinte años en el recién instalado Congreso fue justamente la relativa a la pesca, y ahí escuché ese argumento. Entonces, no puedo creer que después de 20 años todavía nadie haya determinado si son o no lo mismo.



¿Cómo no se puede hacer un marcaje, ver cuál es la edad o el tamaño de maduración sexual, establecer si es algo que se relaciona con la temperatura del agua, o bien, si son especies distintas? ¡Por favor, que alguien nos dé una respuesta al respecto, porque las resoluciones que se toman acerca de las cuotas de pesca dependen bastante de ello!



Y, por último, creo que sería muy conveniente enviar una transcripción de todo lo dicho acá a la señora Jiménez, de tal manera que ella, que es economista de la Universidad Católica de Chile, entienda que lo que todos queremos es estrictez y la aplicación de criterios que permitan la sostenibilidad de la pesca. Porque, en efecto, las presiones que se reciben de los armadores, de los trabajadores, de los mismos parlamentarios muchas veces, son brutales, pero nosotros esperamos que los consejeros hagan bien su pega y que las pesquerías no colapsen.



Voto a favor de la designación, señor Presidente, mas creo que en materia de pesca hay muchas cuestiones que todavía debemos abordar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 27 votos a favor, 2 en contra y 3 abstenciones, se aprueba la proposición del Presidente de la República para designar a la señora Susana Jiménez Schuster como consejera del Consejo Nacional de Pesca.



Votaron por la afirmativa las señoras Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa los señores Navarro y Rossi.



Se abstuvieron los señores Girardi, Lagos y Quintana.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, solo quiero expresar que esta Corporación ha nombrado integrante del Consejo Nacional de Pesca a una destacada profesional, a quien conozco personalmente. Y, siguiendo la tradición, ello registró la unanimidad de los miembros de la Comisión de Pesca, validándose, de esa manera, un procedimiento democrático que es el que corresponde, a mi juicio, en esta materia.



Pero, a propósito de lo expuesto por el Honorable señor Letelier, quiero decir también que el Ejecutivo, en cada uno de los nombramientos que ha realizado en estos meses -tal como le consta al señor Presidente del Senado-, ha establecido un proceso de consulta que recoge todos los elementos tendientes a mantener los equilibrios correspondientes.



Muchas gracias.

El señor HORVATH.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ya está despachada la designación, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Quisiera hacer un comentario, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir.

El señor HORVATH.- Solo deseo consignar que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura está ocupada -no preocupada- precisamente de la materia.



De partida, la biodiversidad en el país, en lo que a recursos marinos se refiere, no se halla asegurada, porque apenas protegemos 0,03 por ciento de nuestra zona económica exclusiva. Pero se ha avanzado. Existe un compromiso con el Gobierno en el sentido de incorporar parte importante de la zona económica exclusiva de la isla Salas y Gómez, con lo cual se subiría a 10 por ciento, más otras áreas que se han ido creando en forma incipiente. Porque si se cuenta con áreas resguardadas aumenta, desde luego, la biodiversidad del ecosistema y, con eso, también se benefician los sectores pesqueros.



Ahora, en lo atinente a la “carrera olímpica” que tenía lugar antes del límite máximo de captura por armador, se alcanzó a capturar más de 4 millones de toneladas en el caso del jurel. Hoy día apenas se logra un millón, habiendo más cuota. Tratándose de la merluza austral -para dar dos ejemplos de pesquerías económicamente importantes-, se llegó, históricamente, a 80 mil toneladas, y hoy apenas se registran 20 mil. Y es preciso garantizar la sustentabilidad.



Esta materia vamos a analizarla pesquería por pesquería, y, desde luego, informaremos al Congreso y a la Sala de la Corporación.



En cuanto al jurel de la zona norte, no es que no se haya estudiado, sino que no se ha hecho el marcaje. Se ha realizado el análisis biológico, de los otolitos -ello tiene que ver con el sistema auditivo de los peces-, de larvas y parásitos que portan, genético, pero se requiere una revisión.



Otro aspecto muy importante, vinculado a la realidad, es que si llega a haber un stock en el norte, debilitará nuestras pretensiones en el mar afuera ante la Organización Regional de Pesca (ORP), lo que también es necesario tener claro.



Todo lo anterior vamos a estudiarlo en profundidad -repito- y daremos a conocer las conclusiones al Senado.

La señora MATTHEI.- ¿Y la pesca de investigación?

El señor HORVATH.- Por ley, la cuota se rebajó a 5 por ciento. Antes constituía un “bolsillo” que daba para todo, sin límites.



Y se tiene que apuntar efectivamente a una investigación, desde luego, que también incluya, entre otros, los efectos sociales.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES
PRÓRROGA DE PROGRAMA DE EMPLEO DE EMERGENCIA.

PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señor Zaldívar, señoras Alvear y Rincón y señores Letelier, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide y Sabag, referido a la prórroga del Programa de Empleo de Emergencia.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1290-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 44ª, en 18 de agosto de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es pedir al Ejecutivo que se prorrogue hasta el 31 de diciembre próximo el Programa de Empleo de Emergencia en las comunas más afectadas por el terremoto y el maremoto del 27 de febrero.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (16 votos a favor).


Votaron la señora Matthei y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Horvath, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminado el Tiempo de Votaciones.

PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



-Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Salud, requiriéndole considerar REAPERTURA DE FAENADORA DE AUTOCONSUMO “TRELKE AIKE”, DE PUERTO NATALES, y restablecer NÚMERO DE PERCAPITADOS VALIDADOS EN FONASA EN COMUNA DE NATALES; al señor Ministro de Energía, consultando por PROYECTO DE LEY SOBRE REGULACIÓN TARIFARIA DE GAS DOMICILIARIO EN REGIÓN DE MAGALLANES Y EVENTUAL DISTRIBUCIÓN DIRECTA POR ENAP, y al señor Director del Fondo Nacional de Salud, referente a RESTABLECIMIENTO DE NÚMERO DE PERCAPITADOS VALIDADOS EN FONASA EN COMUNA DE NATALES.


Del señor CANTERO:



Al señor Ministro de Agricultura y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitándoles PRONUNCIAMIENTO SOBRE PROYECTO ACERCA DE GÉISERES DE EL TATIO (Segunda Región), y al Consejo Regional de Antofagasta, para pedir INVESTIGACIÓN SOBRE FUENTES DE CONTAMINACIÓN Y MEDIDAS PARA REDUCCIÓN DE MORTALIDAD POR CÁNCER Y MALES PULMONARES.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Subsecretaria de Obras Públicas y al señor Director Nacional de Vialidad, para pedir REPLANTEO EN TERRENO DE ESTUDIOS DE INGENIERÍA ENTRE HORNOPIRÉN Y CALETA GONZALO; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de solicitar AUMENTO DE SUBSIDIOS HABITACIONALES PARA REGIÓN DE AYSÉN; al señor Ministro de Agricultura, a fin de requerir DEROGACIÓN DE DECRETO EXENTO Nº 654, DE 2009, DE MINISTERIO DE AGRICULTURA, y a la señora Ministra de Bienes Nacionales y al señor Jefe del Cuerpo Militar del Trabajo, para pedir RESTITUCIÓN DE INMUEBLE EN LA JUNTA (REGIÓN DE AYSÉN) A SEÑOR PABLO LEAL PEÑA Y FAMILIA.



De la señora RINCÓN:



A los señores Ministro del Interior y Ministro de Energía, a fin de consultar por SUBSIDIO PARA REPOSICIÓN DE EMPALMES Y MEDIDORES ELÉCTRICOS EN ZONAS DE CATÁSTROFE, y al señor Ministro de Energía, con el objeto de que informe acerca de DEMORA DE PROYECTO DE LEY SOBRE REPOSICIÓN DE EMPALME Y MEDIDORES ELÉCTRICOS Y COBRO DE CARGO FIJO EN SITUACIONES DE CATÁSTROFE.


De las señoras RINCÓN y PÉREZ (doña Lily):



A la señora Directora del Trabajo, para solicitarle FISCALIZACIÓN DE JORNADA LABORAL EN SUPERMERCADOS DURANTE BICENTENARIO.
)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:33.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE INICIATIVA CIUDADANA DE LEY

(7206-07)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de reforma constitucional que tiene por objeto modificar el artículo 65 de la Constitución Política, permitiendo el ejercicio de la iniciativa ciudadana de ley.

I.
ANTECEDENTES
1.
Participación y Democracia en la Constitución

La Constitución Política en su artículo 4º señala que Chile es una república democrática. En un principio podría entenderse que el concepto de democracia que nuestra Carta Fundamental recoge es puramente formal. Sin embargo, eso es un profundo error. El concepto de democracia que nuestro Código Político recoge es de carácter material. Una real democracia, en el concepto de nuestra Constitución, significa también la existencia de una mayor participación social. Así, en la sesión Nº 402 de la Comisión de Estudio de una Nueva Constitución (CENC), el entonces comisionado Raúl Bertelsen señaló que “Chile es una república democrática no sólo en lo atinente a los poderes públicos, sino en cuanto la sociedad toda, a la cual se está dando mayor participación”.

Esa participación social consagrada en la Carta Fundamental se expresa en distintos ámbitos. Por ejemplo, una de sus proyecciones es la consagración del principio de subsidiariedad, el que permite a los particulares tener un activo rol en diversas actividades que tradicionalmente eran desarrolladas por el Estado, como la economía y la educación.

En el ámbito de lo político, la participación ciudadana se proyecta, de acuerdo al tenor del artículo 5° inciso primero de la Constitución, a través de los plebiscitos, elecciones periódicas, y las autoridades que la Constitución establece. Además, los ciudadanos, en el legítimo ejercicio de su derecho de asociación (artículo 19 N° 15) pueden participar colectivamente del proceso político a través de los partidos políticos.

Las formas de participación que la Constitución establece son aquellas que tradicionalmente han sido recogidas por las democracias representativas. Esto es, aquellas en las que el pueblo ejerce la soberanía indirectamente, principalmente a través de sus representantes.

Las Constituciones de 1833 y de 1925, recogían el principio que en Chile existía un régimen democrático de carácter estrictamente “representativo”. Así, el artículo 2° de la Constitución de 1833 indicaba que “El Gobierno de Chile es popular representativo”. En consecuencia, “la Nación delega su ejercicio en las autoridades que establece esta Constitución”. La Constitución de 1925 era aún más categórica al respecto. En su artículo 1° indicaba que el gobierno de Chile era “republicano y democrático representativo”. Por tanto, la Constitución de 1925 conservó la misma delegación de soberanía en la Nación que su predecesora, la Constitución de 1833, había hecho.

Sin embargo, la Constitución de 1980 se limitó a indicar que Chile es “una república democrática”. Con ello eliminó toda alusión expresa a la idea de “democracia representativa”, aún cuando, como se señaló anteriormente, el artículo 5° inciso primero señala que el sistema democrático al cual Chile se encuentra sujeto es, precisamente, de carácter representativo.

Podemos concluir, entonces, que, aún cuando el sistema democrático Chileno es esencialmente representativo, de acuerdo al artículo 5° inciso primero de la Carta Fundamental, la Constitución no excluye mecanismos de participación ciudadana directa. El hecho que el constituyente hubiese eliminado del texto la expresión “representativo” que estuvo presente tanto en la Constitución de 1833 como de 1925 es una muestra de aquello.

Por otro lado, la historia de la redacción de la Constitución confirma esta posición. En las Actas de la Comisión de Estudios para una Nueva Constitución (CENC), hubo dos textos que se propusieron para reemplazar el antiguo artículo 1° de la Constitución de 1925. El primero fue propuesto por don Enrique Evans, y, el segundo, por don Alejandro Silva Bascuñán. Mientras el primero señalaba que el gobierno de Chile era “republicano, democrático representativo, y presidencial”, el segundo indicaba que el gobierno es “republicano y democrático” (Sesión N° 38, de 7 de mayo de 1974).

En la misma sesión, el profesor Silva Bascuñán justificó su posición señalando que la eliminación de la expresión “representativa” se fundaba en el hecho que dentro de una democracia los grados y tipos de representatividad podrían variar, sin perjuicio de que el sistema Chileno fuera esencialmente representativo.

De este modo, la tesis del profesor Silva Bascuñán se impuso, tal como consta en la Sesión N° 402 de la CENC, de 14 de julio de 1978. Asimismo, en la referida sesión, el comisionado Jaime Guzmán apoyó la eliminación de la expresión “representativa”, por cuanto ella podría generar confusiones en torno a la relación que existe entre las autoridades y el pueblo. Dentro de nuestro sistema, afirmaba el profesor Guzmán, las autoridades son gobernantes y no meros mandatarios del pueblo.

Finalmente, el actual artículo 4° de la Constitución de 1980 fue aprobado por la Comisión en los términos planteados por Silva Bascuñán y Guzmán. Por tanto, el nuevo texto que vino a reemplazar el antiguo artículo 1° de la Constitución de 1980 vino en señalar que “Chile es una república democrática”.

En conclusión, tanto el tenor literal de la Constitución, así como la historia de la norma en cuestión permiten concluir que, si bien el constituyente estableció en el artículo 5° inciso primero de la Carta Fundamental un esquema democrático esencialmente representativo, ello no es óbice para que el constituyente derivado pueda introducir dentro de ese marco ciertos grados de participación ciudadana directa. Ello por cuanto el constituyente comprendió que esos grados de participación directa en el proceso político eran esencialmente variables, y, por tanto, dependían del grado de madurez cívica que el pueblo y los ciudadanos tuviesen. Esta reforma constitucional, entonces, operaría dentro de ese margen de flexibilidad que la Constitución permite para introducir mecanismos propios de las democracias directas, como lo son la iniciativa ciudadana de ley.

2.
Naturaleza de la Iniciativa Ciudadana de Ley. Un Incentivo a la Participación
La denominada iniciativa ciudadana o popular de ley es un mecanismo a través del cual grupos de ciudadanos pueden participar directamente del proceso legislativo a través de la presentación de una iniciativa de ley.

El interés por incorporar esta institución se ha visto acrecentado en los últimos años, como queda de manifiesto con las diversas iniciativas de parlamentarios de todos los partidos políticos (Boletines N° 1696-07; 2489-07; 3559-07; 3575-07; 3663-07; 4165-07; 4191-07) como del Ejecutivo (Boletín N° 5221-07) que se han presentado desde el año 1995 hasta la fecha.

Este es un mecanismo propio de las democracias de carácter directo. Ello porque supone que son los mismos ciudadanos quienes activan el proceso legislativo a través de la presentación de un proyecto de ley.

Dentro de nuestra institucionalidad, hoy los ciudadanos pueden presentar proyectos de ley para su análisis a diputados y senadores. El artículo 19 N° 14 de la Constitución reconoce a todas las personas el derecho de petición, limitándolo tan sólo a que los términos en los que fuese planteada la petición sean “respetuosos y convenientes”. Hoy, por tanto, los ciudadanos podrían presentar a sus representantes en el Congreso Nacional una suerte de proyecto para su posterior análisis. Sin embargo, ese posterior análisis y la tramitación del proyecto no son vinculantes para el legislador.

Esa falta de vinculación desincentiva, claramente, la utilización del sistema por parte de los ciudadanos.

La intención de este proyecto de reforma constitucional es modificar lo anterior, generando un real incentivo para la participación ciudadana en el proceso legislativo. Por tanto, es propósito de este Gobierno que, cuando una proyecto de ley sea presentado por un número determinado de ciudadanos de acuerdo a los parámetros establecidos por la Constitución y la ley,  dicho proyecto pueda iniciar su tramitación en el Congreso Nacional.

De esta manera, este Gobierno cumple con uno de sus principales compromisos adquiridos durante la última campaña presidencial, el cual era generar nuevos espacios de participación ciudadana dentro de nuestro esquema democrático representativo. En ese sentido, la presente iniciativa se enmarca dentro de una serie de proyectos de ley que están siendo actualmente promovidos por este Gobierno en el Congreso Nacional y que permitirán aumentar los grados de confianza y participación de los ciudadanos en el sistema político.

De esta manera este Gobierno busca contribuir a revertir la preocupante tendencia que es posible advertir, especialmente dentro del grupo etario más joven de nuestra sociedad, que se siente absolutamente distanciado de la conducción de los asuntos públicos de nuestro país.

3.
Mecanismo Constitucional para Promover la Iniciativa Ciudadana de Ley
3.1.
Consideraciones previas
Una vez comprendido que la Constitución genera espacios de flexibilidad para introducir elementos de democracia directa en un sistema esencialmente representativo y, convencido de la bondad técnica de tal decisión, corresponde analizar la forma en que el sistema de iniciativa ciudadana de ley podría insertarse dentro de nuestra institucionalidad republicana.

El análisis de la forma en que la iniciativa ciudadana será recogida por nuestra legislación debe partir de la base de que el proceso legislativo en Chile ha sido altamente exitoso en los últimos veinte años. Prueba de ello son las estadísticas que exhiben que han sido promulgados la mayoría de los proyectos de ley con significancia jurídica real. Por ejemplo, el Presidente Aylwin logró aprobar el 63,4% de sus Mensajes presidenciales. Asimismo, el Presidente Frei logró aprobar un 64,7% de sus iniciativas legales. Dicha tendencia se mantuvo en los últimos diez años: por ejemplo, de 888 mensajes presidenciales presentados a la Cámara, el 68,6% han sido aprobados, mientras que en el Senado, el 64,4%. 
Por tanto, cualquier innovación dentro de este esquema debe ser respetuoso de los grandes lineamientos del proceso legislativo, que en cuanto institución es uno de los activos más importantes de nuestra democracia.

3.2.
Reforma constitucional y ley orgánica constitucional

Técnicamente, cualquier reforma que busque introducir la iniciativa ciudadana de ley dentro de nuestro proceso legislativo requiere reforma constitucional. Ello por cuanto es la Constitución el cuerpo normativo que señala expresamente quienes pueden activar el mecanismo legislativo y la forma de hacerlo.

Sin embargo, no parecería conforme a la filosofía constitucional que todos y cada uno de los elementos propios de esta reforma sean señalados en la Constitución. Tal como se apreciará más adelante, la experiencia comparada en esta materia es sumamente clara. Los elementos esenciales son aquellos que deben gozar de determinación constitucional, mientras que los relativos a cuestiones procedimentales deben ser regulados por el legislador orgánico constitucional.

Lo anterior supone que sólo aquellos elementos realmente significativos en la iniciativa ciudadana sean sujetos a la regulación constitucional. De esa forma, dichos elementos gozan de un mayor grado de estabilidad y continuidad en el tiempo. Este Gobierno entiende que un elemento esencial cuya regulación constitucional es imperativa consiste en explicitar al menos algunas materias de ley que han de quedar excluidas de la iniciativa ciudadana de ley. Todos los demás aspectos son entregados por esta reforma a la determinación de la ley orgánica constitucional respectiva.

3.3.
Las materias excluidas de la iniciativa ciudadana de ley
En el Derecho Comparado, la totalidad de los sistemas contemplan ciertas iniciativas de ley que se encuentran excluidas de la iniciativa ciudadana de ley.

Los sistemas comparados restringen por vía negativa el uso de la iniciativa ciudadana. Así, por ejemplo, el artículo 87 N° 3 de la Constitución española prohibe la iniciativa popular de ley tratándose de leyes orgánicas, tributarias, de carácter internacional y aquellas relativas a la “prerrogativa de gracia” (indultos particulares). La ley orgánica que regula el precepto prohibe asimismo toda interferencia en temas presupuestarios. Dichas limitaciones se repiten en todos los modelos. Incluso la Constitución argentina prohíbe, en su artículo 39, el ejercicio de la iniciativa popular tratándose de materias penales. En todos estos casos se aprecia el interés del respectivo constituyente en proteger la estabilidad del sistema jurídico del país y el manejo de las finanzas públicas.
El fundamento para las limitaciones descritas dicen relación con dos aspectos: uno, de orden financiero; y, el segundo, de orden institucional.

El primer aspecto es la necesidad de preservar la estabilidad presupuestaria. En ese sentido, las limitaciones al ejercicio de la iniciativa ciudadana en materias relativas al erario público busca  evitar que este mecanismo pueda ser utilizado para aumentar desmedidamente el gasto público.

El segundo aspecto se refiere a la necesidad de preservar el orden institucional. Las limitaciones que a este respecto se establecen en los sistemas comparados apuntan a evitar que,  a través de la iniciativa ciudadana, se ejerza una inadecuada presión sobre los parlamentarios para revisar aspectos básicos de la institucionalidad que requieren tiempo de discusión, prudencia, y debate. Por otro lado, la institucionalidad requiere estabilidad y no un cuestionamiento permanente en el foro político. De allí que ha parecido razonable para el Derecho Comparado excluir de la iniciativa ciudadana aquellas materias que dicen relación con la reforma de la Constitución o de los aspectos esenciales de la estructura estatal.

A la luz de la experiencia comparada, por tanto, parece del todo razonable para este Gobierno introducir ciertas limitaciones al ejercicio de la iniciativa ciudadana de ley. Estas limitaciones dicen relación con ciertas materias de importancia financiera e institucional.
Se prohíbe la tramitación vía iniciativa ciudadana de todo proyecto de ley que tenga por objeto materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. De esta forma se excluye toda alteración financiera en el manejo de los recursos del Estado.

En segundo término, se encuentra excluida del ejercicio de la iniciativa ciudadana las leyes de reforma constitucional. Tal como se indicó anteriormente, el fundamento para ello es generar un debate lo más templado posible, que permita alcanzar los consensos suficientes para generar reformas sin necesidad de que los parlamentarios puedan experimentar presiones externas.

Finalmente, la reforma deja entregada a la ley orgánica constitucional las restantes materias respecto de las cuales podría excluirse la iniciativa ciudadana, como podría ser el caso de las normas relativas a tratados internacionales u otras similares recogidas en el derecho comparado.

II.
OBJETO DEL PROYECTO

El proyecto busca permitir a grupos determinados de electores participar del proceso legislativo, generando así un incentivo para la participación ciudadana. Ello a través de la consagración a nivel constitucional de la denominada “iniciativa ciudadana de ley”. A través de este mecanismo, los electores podrán presentar directamente al Congreso proyectos de ley para ser sometidos a la tramitación respectiva. Ello siempre que cumplan con los requisitos establecidos por la Constitución y la ley.

III.
CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto sometido al conocimiento de esta Honorable Cámara modifica el artículo 65 inciso primero de la Constitución Política de la República.

1. Permite la iniciativa ciudadana como mecanismo para activar el proceso legislativo

La Constitución establece hoy que el proceso legislativo se puede iniciar en la Cámara de Diputados o el Senado a través de un Mensaje Presidencial o de una moción parlamentaria. Este proyecto de reforma constitucional agrega la iniciativa ciudadana como una nueva forma de activar la tramitación de un proyecto de ley.

2. Excluye ciertas materias de ley del ejercicio de la iniciativa ciudadana
La reforma en cuestión establece que ciertas materias de ley no pueden ser objeto de iniciativa ciudadana. Estas materias de ley son: a) aquellas de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, b) las materias que exijan reforma constitucional y, c) otras que señale una ley orgánica constitucional.

3. Delega la determinación de los requisitos de admisibilidad así como de los procedimientos de la iniciativa ciudadana al legislador orgánico constitucional
Asimismo, el proyecto entrega la determinación de los requisitos de admisibilidad para ejercer la iniciativa ciudadana, así como de los procedimientos correspondientes, a una ley orgánica constitucional.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

“Artículo Único.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones al artículo 65 de la Constitución Política de la Republica:

1) Reemplázase, en el inciso primero, la conjunción “o” que se encuentra después de la frase “Presidente de la República” por una coma (,) y, agréguese la siguiente oración a continuación de la expresión “miembros”: “o por iniciativa ciudadana.”
2) Agréguese una frase final al inciso primero que diga: “Asimismo, una ley orgánica constitucional regulará los requisitos y procedimientos de las leyes que tengan su origen en la iniciativa ciudadana. Con todo, las materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, aquellas que requieran de una reforma constitucional y las demás que determine la referida ley orgánica no podrán iniciarse por esta vía.”.”.

Dios guarde a V.E.,
(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia.- Ena von Baer Jahn, Ministra Secretaria General de Gobierno.-
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN AMBIENTAL

(7213-12)

Honorable Senado:

En virtud de mis atribuciones constitucionales, tengo el honor de someter a consideración del H. Congreso Nacional, un proyecto de ley que otorga transitoriamente las facultades fiscalizadoras y sancionadoras que indica a la Comisión a que alude el artículo 86 de la Ley N° 19.300.
I. fundamentos deL PROYECTO.

El presente proyecto de ley tiene por objeto contribuir a solucionar un problema que se generará al entrar en vigencia la nueva institucionalidad ambiental, en relación a las facultades fiscalizadoras y sancionadoras contenidas originalmente en el artículo 64 de la Ley N° 19.300.

La creación, mediante la Ley N° 20.417 del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental y de la Superintendencia del Medio Ambiente evidentemente es un logro hacia la implementación de una institucionalidad ambiental eficiente.
Sin embargo, dicha ley dejó supeditada la entrada en vigencia de las normas establecidas en los títulos II, salvo el párrafo 3°, y III de su Artículo Segundo, al día en que comience el funcionamiento el Tribunal Ambiental, proyecto actualmente en trámite ante esa Honorable Corporación.
El aludido título II se refiere a la Fiscalización Ambiental y el párrafo 3° de dicho título, que se exime de esta condición, trata el Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental.

Por su parte, el título III trata las Infracciones y Sanciones.

En tales circunstancias, y de conformidad a lo que dispone el artículo 9° Transitorio de la Ley N° 19.300, una vez que se suprima de pleno derecho la Comisión Nacional del Medio Ambiente las facultades fiscalizadoras y sancionadoras no quedarán radicadas en ningún órgano de la administración del Estado, cuestión que evidentemente es necesario solucionar.

Por ello, el proyecto de ley que se somete a discusión se hace cargo de este vacío entregando en forma temporal esa competencia a la comisión establecida el artículo 86 de la Ley N° 19.300. Con ello, y manteniendo en lo pertinente la institucionalidad existente con anterioridad a la reforma de 26 de enero de 2010, se salva la inexistencia de fiscalización y sanción respecto de los proyectos sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.
II. contenido deL PROYECTO.

El proyecto considera un artículo único que radica en los órganos de la administración del Estado que participan del sistema de evaluación de impacto ambiental las facultades fiscalizadoras, en tanto que deja a la Comisión a que se refiere el artículo 86 de la Ley N° 19.300 la potestad sancionatoria, manteniendo las sanciones que contemplaba la institucionalidad ambiental previo a su reforma.

Se dispone que se podrá reclamar de las sanciones ante el juez civil y que la tramitación de los asuntos sometidos a su conocimiento se hará de conformidad a las reglas establecidas para el juicio sumario, salvo algunas excepciones que se establecen.

Finalmente, establece que la apelación sólo se concederá en contra de las sentencias definitivas, de las interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su prosecución y de las resoluciones que se pronuncien sobre medidas cautelares, teniendo preferencia para su vista y fallo.

 En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único. Durante el tiempo que medie entre supresión de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y la entrada en vigencia de la ley a la que hace referencia el artículo 9° transitorio de la Ley N° 20.417, corresponderá a los órganos del Estado que, en uso de sus facultades legales, participan en el sistema de evaluación de impacto ambiental, fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas y condiciones sobre la base de las cuales se aprobó el Estudio o se aceptó la Declaración de Impacto Ambiental. En caso de incumplimiento, dichas autoridades podrán solicitar a la Comisión a que se refiere el artículo 86 de la Ley N° 19.300 o al Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso, la amonestación, la imposición de multas de hasta quinientas unidades tributarias mensuales e, incluso, la revocación de la aprobación o aceptación respectiva, sin perjuicio de su derecho a ejercer las acciones civiles o penales que sean procedentes. 



En contra de las resoluciones a que se refiere el inciso anterior, se podrá recurrir, dentro del plazo de diez días, ante el juez, sin que esto suspenda el cumplimiento de la resolución revocatoria, y sin perjuicio del derecho del afectado a solicitar orden de no innovar ante el mismo juez de la causa. 

Será competente para conocer de estas causas el juez de letras en lo civil del lugar en que se origine el hecho que infringe las normas y condiciones sobre la base de las cuales se aprobó el Estudio o se aceptó la Declaración de Impacto Ambiental, o el del domicilio del afectado a elección de este último. En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, deberá cumplirse con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales. 

La tramitación de estas causas se hará conforme al procedimiento sumario. La prueba pericial se regirá por las disposiciones contenidas en el Código de Procedimiento Civil, en todo lo que no sea contrario a lo siguiente:

a) A falta de acuerdo entre las partes para la designación del o de los peritos, corresponderá al juez nombrarlo de un registro que mantendrá la Corte de Apelaciones respectiva, conforme con un reglamento que se dictará al efecto;

b) Cada una de las partes podrá designar un perito adjunto, que podrá estar presente en todas las fases de estudio y análisis que sirvan de base a la pericia. De las observaciones del perito adjunto deberá darse cuenta en el informe definitivo, y 

c) El informe pericial definitivo deberá entregarse en tantas copias como partes litigantes existan en el juicio. Habrá un plazo de quince días para formular observaciones al informe.

Los informes emanados de los organismos públicos competentes serán considerados y  ponderados en los fundamentos del respectivo fallo. 

Sin perjuicio de lo previsto en este artículo, iniciado el procedimiento sumario podrá decretarse su continuación conforme a las reglas del juicio ordinario establecidas en el Libro II del Código de Procedimiento Civil, si existen motivos fundados para ello. Para tal efecto, la solicitud en que se pida la sustitución del procedimiento se tramitará como incidente. 

El juez apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica y será admisible cualquier medio de prueba, además de los establecidos en el Código de Procedimiento Civil. 

El recurso de apelación sólo se concederá en contra de las sentencias definitivas, de las interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su prosecución y de las resoluciones que se pronuncien sobre medidas cautelares. 

Estas causas tendrán preferencia para su vista y fallo, en ellas no procederá la suspensión de la causa por ningún motivo, y si la Corte estima que falta algún trámite, antecedente o diligencia, decretará su práctica como medida para mejor resolver.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- María Ignacia Benítez Pereira, Ministra del Medio Ambiente.- Felipe Bulnes Serrano, Ministro de Justicia.-
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO SOBRE DISTRIBUCIÓN DE SEÑALES PORTADORAS DE PROGRAMAS TRANSMITIDAS POR SATÉLITE

(7021-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

"ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el "Convenio sobre la Distribución de Señales Portadoras de Programas Transmitidas por Satélite", adoptado en Bruselas, el 21 de mayo de 1974.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL QUINCUAGÉSIMO TERCER PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO DE COMPLEMENTACIÓN ECONÓMICA Nº 53, SOBRE COMERCIO DE SERVICIOS ENTRE GOBIERNOS DE ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR Y DE CHILE

(6690-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

"Artículo único.- Apruébase el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica Nº 35, sobre el Comercio de Servicios, celebrado entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de la República de Chile, en Montevideo, Uruguay, el 27 de mayo de 2009.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 17.997, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, CON EL OBJETO DE AMPLIAR CAUSALES DE IMPLICANCIA DE MINISTROS DEL TRIBUNAL

(6163-07)


Con motivo de la Moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el decreto con fuerza de ley Nº5, del año 2010, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:

a.- Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:

"Artículo 22.- Será causal de implicancia respecto de todas las materias que son de competencia del Tribunal, el hecho de haber emitido el Ministro o los Ministros de que se trate, opinión con publicidad o dictamen sobre el asunto concreto actualmente sometido a su conocimiento.

Respecto de la atribución contemplada en el numeral 2° del artículo 93 de la Constitución Política, sólo cuando la cuestión sea promovida por la parte eventualmente afectada en el juicio en que se pretende aplicar el auto acordado, y respecto de las materias señaladas en los numerales 6°, 10° y 13° al 15° del mismo artículo, serán causales de implicancia, además, las siguientes:

1ª. Ser el Ministro parte en el pleito o tener en él interés personal, salvo que dicha participación o interés se limite a la circunstancia de ser el Ministro accionista de una sociedad anónima abierta parte o interesada en el litigio;

2ª. Ser el Ministro cónyuge o pariente consanguíneo en cualquiera de los grados de la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, o ser padre o hijo adoptivo, de alguna de las partes o de sus representantes legales;

3ª. Ser el Ministro tutor o curador de alguna de las partes, o ser albacea de alguna sucesión, o síndico de alguna quiebra, o administrador de algún establecimiento, o representante de alguna persona jurídica que figure como parte en el juicio;

4ª. Ser el Ministro cónyuge, ascendiente o descendiente, padre o hijo adoptivo, del abogado de alguna de las partes, o tener dichas calidades el o la cónyuge del Ministro;

5ª. Haber sido el Ministro o su cónyuge, abogado o apoderado de alguna de las partes en la causa actualmente sometida a su conocimiento o haber intervenido en ella como mediador;

6ª. Tener el Ministro, su cónyuge, ascendientes o descendientes, padres o hijos adoptivos, causa pendiente en que deba fallar como juez alguna de las partes;

7ª. Tener el Ministro, su cónyuge, ascendientes o descendientes, padres o hijos adoptivos, causa pendiente en que se ventile la misma cuestión que el Ministro debe fallar;

8ª. Ser el Ministro, su cónyuge, o alguno de sus ascendientes o descendientes, padres o hijos adoptivos, heredero instituido en testamento por alguna de las partes, y

9ª. Tener actualmente el Ministro relaciones laborales, comerciales o societarias con el abogado o procurador que actúe en alguno de los procesos que se sustancian ante el Tribunal.".
b.- Agréganse los siguientes artículos:

"Artículo 22 bis.- Sin perjuicio del inciso primero del artículo 22, tratándose de la atribución contemplada en el numeral 2° del artículo 93 de la Constitución Política, en caso que la cuestión de implicancia sea promovida por el Presidente de la República, por cualquiera de las Cámaras o por diez de sus miembros, y de las materias a que se refieren los numerales 3°, 7° y 16° del mismo artículo, sólo será causal de implicancia tener el Ministro, su cónyuge o pariente consanguíneo en cualquiera de los grados de la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, o su hijo o padres adoptivos, interés en la cuestión.

En todos estos casos, la causal de implicancia podrá ser promovida por las mismas personas u órganos que hayan promovido la respectiva cuestión de constitucionalidad.  

Artículo 22 ter.- Las implicancias podrán ser promovidas por el Ministro afectado y por cualquiera de los demás Ministros, y también por las siguientes personas:

En el caso del numeral 2° del artículo 93 de la Constitución Política, por cualquiera de las partes en la gestión o juicio pendiente en que se haya promovido la cuestión de inconstitucionalidad de un auto acordado.

En el caso del numeral 6°, por cualquiera de las partes en la gestión o juicio pendiente en que se haya promovido la cuestión de inaplicabilidad de un precepto legal, o por el juez que esté conociendo de dicha gestión o juicio, en caso de que sea éste quien haya promovido la cuestión de inaplicabilidad.

En el caso del numeral 10°, por aquella o aquellas personas que, ejerciendo la acción pública, hayan requerido al tribunal la declaración de inconstitucionalidad respectiva, y por las organizaciones, movimientos, partidos políticos o personas afectadas por la eventual declaración.

En el caso del numeral 13°, por aquella o aquellas personas que, ejerciendo la acción pública, hayan promovido la declaración de inhabilidad, y por el Ministro de Estado afectado.

En el caso del numeral 14°, por el parlamentario afectado y por los órganos y personas legitimadas.

En el caso del numeral 15°, por el parlamentario afectado.

Artículo 22 quater.- Tan pronto llegue a conocimiento de un Ministro la existencia de una causal de implicancia que lo afecte, lo estampará en el expediente, y el tribunal, con exclusión de él, deberá resolver. Si la acepta, el Ministro afectado se abstendrá del conocimiento del asunto.

Cuando las causales sean promovidas por las personas u órganos legitimados de acuerdo a los artículos 22 bis y ter, éstas serán conocidas por el mismo Tribunal, previo examen de admisibilidad, debiendo también en este caso abstenerse de participar en la decisión el Ministro afectado.

Las implicancias podrán ser promovidas hasta antes de la vista de la causa.

Los Ministros no son recusables.

Lo dispuesto en este artículo y en los dos anteriores se aplicará, en lo pertinente, al Secretario y a los Relatores del Tribunal.".". 
******

Me permito hacer presente a V.E. que artículo único del proyecto, fue aprobado en general con el voto favorable de 98 señores Diputados, de 120 en ejercicio, en tanto que en particular, con el voto favorable de 98 señores Diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DE CONCEPTO DE EMBARCACIÓN ARTESANAL Y DE SU CALIFICACIÓN POR ESLORA, DEL REEMPLAZO DE INSCRIPCIÓN EN REGISTRO PESQUERO ARTESANAL Y DE REQUISITOS PARA INSCRIBIRSE EN EL MISMO REGISTRO

(6242-21)
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Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:

1. En su artículo 2°: 

a) Sustitúyese la letra a) del  párrafo tercero del número 28, por la siguiente:


“a) Armador artesanal: es el pescador artesanal, la persona jurídica constituida en los términos establecidos en el inciso segundo de este numeral o la comunidad en los términos que establece el Código Civil, propietarios de hasta dos embarcaciones artesanales.”.


b) El el número 39, introdúcense las siguientes modificaciones:

i) Intercálase, a continuación de la palabra “pesquerías”, la expresión “con sus respectivos artes y aparejos de pesca”.


ii) Incorpórase la siguiente frase, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.): “El Registro será público y estará disponible en la página de dominio electrónico del Servicio.”.

2. Incorpórase el siguiente artículo 8° bis:

“Artículo 8° bis.- Para la administración y manejo de una o más pesquerías artesanales la Subsecretaría podrá establecer un plan de manejo, aplicable al todo o a parte de una región, el que deberá contener, a lo menos, los siguientes aspectos:

a) Diagnóstico de la o las pesquerías involucradas;

b) Localización geográfica del área de aplicación del plan;

c) Objetivos de manejo y sus respectivas metas;

d) Medidas de conservación aplicables y recomendación de las que se deberán establecer;


e) En caso de recursos bentónicos, sectorización del plan de manejo, si corresponde, a la que podrán acceder sólo aquellos pescadores artesanales contemplados en ella;


f) Propuesta de estrategia de fiscalización a aplicar;

g) Líneas de investigación estratégicas, y

h) Aspectos sociales y económicos.

Para la confección de la propuesta, implementación, evaluación y adecuación, si correspondiere, del plan de manejo, la Subsecretaría constituirá una mesa de trabajo público-privada que tendrá el carácter de asesora y que será presidida por el Director Zonal de Pesca respectivo o por el funcionario que el Subsecretario designe al efecto.

Previo al establecimiento del plan de manejo, la Subsecretaría, mediante resolución, deberá determinar, en un plazo de tres años, la o las pesquerías, áreas, categorías de pescadores artesanales, tipo de embarcaciones y artes o aparejos de pesca que estarán involucrados en el plan. La determinación de tales pescadores artesanales, podrá ser efectuada directamente por la Subsecretaría o a través de terceros, en cuyo caso deberán cumplir con las exigencias establecidas por resolución. Se considerarán como participantes del plan de manejo a todos los pescadores artesanales y embarcaciones inscritos en el Registro de la región correspondiente, en la o las pesquerías involucradas y categorías definidas.


Al término del plazo de tres años, contado desde la fecha de la resolución mencionada en el inciso anterior, sólo serán considerados para continuar operando en el plan de manejo los pescadores artesanales y embarcaciones inscritos en el Registro, que acrediten desembarques en la o las pesquerías involucradas. A los pescadores artesanales y embarcaciones que no se les considere en el plan, les quedará prohibida la operación en el área a que éste se refiere durante su vigencia.


El plan de manejo se establecerá previa consulta al Consejo Zonal de Pesca respectivo y posteriormente al desarrollo de una consulta pública, la que será difundida en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría. Los interesados podrán formular observaciones dentro del plazo de un mes, contado desde la fecha de publicación en el sitio web. Recibidas las observaciones, la Subsecretaría evaluará la pertinencia de reformular la propuesta elaborada y dará pública respuesta a aquéllas.

Concluido el procedimiento antes indicado, la Subsecretaría aprobará el plan de manejo mediante resolución, el que será obligatorio para todos los pescadores artesanales y embarcaciones inscritos en la o las pesquerías y área del plan, así como para las embarcaciones transportadoras. También deberán dar cumplimiento al plan las plantas de proceso, empresas comercializadoras y exportadoras que participen en la pesquería respectiva.”.

3. Introdúcese el siguiente artículo 8° ter:


“Artículo 8° ter.- La Subsecretaría, previa recomendación de la mesa de trabajo a que alude el artículo anterior, podrá iniciar un procedimiento destinado a completar las nuevas vacantes determinadas en la o las pesquerías y áreas sometidas al plan de manejo, de conformidad con el reglamento que se dicte al efecto.

La generación de nuevas vacantes deberá fundarse en un informe técnico de la Subsecretaría que dé cuenta de la existencia de excedentes productivos en la pesquería respectiva.

Las personas que podrán ingresar al plan de manejo, de conformidad con lo dispuesto en los incisos anteriores, sólo serán aquellos pescadores artesanales que han quedado excluidos de la operación del plan, por efecto del inciso quinto del artículo anterior, o las personas que se encuentren en la lista de espera de la pesquería respectiva. En este último caso, las personas que ingresen deberán inscribirse en el Registro cumpliendo los requisitos generales para tal efecto.”.

4. Reemplázase el inciso tercero del artículo 50, por los siguientes:

“En el caso en que se suspenda transitoriamente la inscripción en el Registro Artesanal para las especies altamente migratorias o demersales de gran profundidad, ella deberá extenderse, simultáneamente, a todas las regiones del país.

En los casos en que se suspenda transitoriamente la inscripción en el Registro Artesanal, conforme a lo señalado en los incisos anteriores, se paralizará, también, mientras dure tal medida, la recepción de solicitudes y el otorgamiento de autorizaciones industriales. Las naves industriales autorizadas para operar en estas pesquerías quedarán afectas a lo establecido en el régimen de pesquerías declaradas en estado de plena explotación.”.

5. En su artículo 50 A:

a) Reemplázase, en el inciso octavo, la expresión “,en los últimos tres años.” por “en, a lo menos, dos años, consecutivos o no, en los últimos cuatro años.”.

b) Incorpórase, en el inciso undécimo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma, la siguiente oración: 

“ni a los ascendientes del reemplazado, ni a los colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, inclusive.”. 

c) Intercálase el siguiente inciso duodécimo, pasando el actual a ser el inciso final:

“Con todo, para los efectos de lo dispuesto en el inciso séptimo del presente artículo, se considerará acreditada la habitualidad durante el lapso en que la mujer se encuentre en estado de gravidez, así como aquél en que esté gozando del descanso de maternidad a que se refiere el artículo 195, inciso primero, del Código del Trabajo.”.

6. En su artículo 51:


a) Elimínase la letra d)


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Las notificaciones de todas las actuaciones que digan relación con la inscripción podrán ser practicadas en el domicilio acreditado de conformidad con la letra anterior.”.

7. En su artículo 55:

a) Reemplázase su encabezado por el siguiente: 

“Artículo 55.- El Servicio Nacional de Pesca deberá, en el mes de junio de cada año, caducar la inscripción en el Registro Artesanal en los siguientes casos:” 


b) Sustitúyese la letra a) de su inciso primero por la siguiente:

“a) Si el pescador artesanal o su embarcación no realizan actividades pesqueras extractivas por tres años sucesivos, salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditados. 

En el evento que se configure una causal de caso fortuito o fuerza mayor, ésta deberá ser invocada ante el Servicio antes del vencimiento del plazo establecido en el inciso anterior, en cuyo caso el Servicio podrá autorizar la ampliación del plazo en hasta un año, contado desde el vencimiento del plazo de tres años antes indicado.

Se entenderá por captura lo informado en el formulario de desembarque, debidamente recepcionado por el Servicio, conforme al artículo 63 de esta ley.”. 

c) Reemplázase la letra d) de su inciso primero, por la siguiente: 

“d) No mantener los requisitos de inscripción establecidos en el artículo 51 ó 52 de esta ley”.


d) Agrégase la siguiente letra e) en su inciso primero:

“e) No contar con el certificado de navegabilidad otorgado por la Autoridad Marítima vigente por tres años consecutivos.”.


e) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto por los siguientes:

“La inscripción quedará sin efecto por defunción del pescador artesanal. No obstante, su sucesión, mediante mandatario común, tendrá el derecho de presentar al Servicio, dentro del plazo de dos años de ocurrido el fallecimiento del causante, copia autorizada de la resolución que otorga la posesión efectiva, para que dicha autoridad proceda a asignar la inscripción a la persona que designe la sucesión y que cumpla con los requisitos establecidos en los artículos 51 y 52 de esta ley. Con todo, la sucesión podrá optar, en el mismo plazo antes señalado, por mantener la inscripción a nombre de la comunidad hereditaria. Cuando proceda, y dentro del mismo plazo, la sucesión podrá reemplazar la inscripción conforme a las normas del artículo 50 A. 

En el caso que el causante hubiese tenido la categoría de armador artesanal, y durante el tiempo que transcurra entre el fallecimiento del mismo y el plazo indicado en el inciso anterior, la sucesión podrá asignar provisionalmente la inscripción en el Registro a la misma comunidad hereditaria o a una persona que reúna los requisitos establecidos en el artículo 51 de esta ley, quien podrá continuar desarrollando las actividades con la o las embarcaciones correspondientes a la inscripción del causante. Vencido el plazo antes señalado, sin que se hubiere efectuado la asignación definitiva, quedará sin efecto la inscripción. 

Con todo, si un pescador artesanal desaparece como consecuencia de un accidente ocurrido durante las faenas de pesca y no es posible ubicar su cuerpo, una vez transcurridos diez días de su búsqueda oficial, la sucesión mediante mandatario común podrá, previa acreditación de ese hecho, solicitar se le otorgue el derecho a reservar la vacante en forma provisoria, hasta por un plazo de cinco años o hasta que se inscriba la resolución que concede la posesión efectiva de sus bienes. Durante los mismos plazos, la sucesión podrá ejercer el derecho a que se refieren los incisos anteriores.”.

8. En su artículo 63:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 63.- Los armadores pesqueros, industriales y artesanales, que realicen actividades pesqueras extractivas de cualquier naturaleza, que desembarquen en Chile o en el extranjero, deberán informar al Servicio, al momento de su desembarque, sus capturas por especie y áreas de pesca, en la forma y condiciones que fije el reglamento. Igual obligación deberán cumplir los buzos. Asimismo, deberán informar los recolectores de orilla, algueros, buzos apnea y organizaciones de pescadores artesanales asignatarias de áreas de manejo, en la oportunidad y forma que señale el reglamento.”.

b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales tercero y cuarto, a ser cuarto y quinto, respectivamente:

“La información antes señalada deberá ser entregada a funcionarios del Servicio o a quienes éste designe.”.

c) Agréganse los  siguientes incisos finales:

“Los recursos hidrobiológicos objeto de la información de desembarque o abastecimiento, a que se refieren los incisos anteriores, deberán ser de origen legal, entendiendo por tales, aquellos capturados o adquiridos cumpliendo la normativa pesquera nacional y los tratados internacionales, según corresponda.

La información que se entregue de conformidad a este artículo, deberá ser completa, fidedigna y oportuna.”.

9. Incorpórase el siguiente artículo 63 bis:

“Artículo 63 bis.-  Los armadores pesqueros artesanales e industriales deberán informar la recalada de la nave, antes de su arribo a puerto, en los casos, forma y condiciones que establezca el Servicio mediante resolución.”.

10. En su artículo 66:

a) Elimínase la siguiente frase: “, en lo referente a la individualización de los agentes que participen en las actividades de pesca y acuicultura y de las embarcaciones autorizadas”, y

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“Será incompatible la titularidad de una autorización de pesca con la inscripción en el Registro Artesanal.”.

11. En su artículo 113, reemplázase en su inciso primero el guarismo “30” por “3”.

12. Introdúcese el siguiente artículo 113 A:

“Artículo 113 A.- Será sancionado con multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales el armador pesquero industrial o artesanal que no informe la recalada de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 63 bis.”.

13. En el inciso primero de su artículo 119,  intercálase, a continuación de la palabra “vedados”, la siguiente frase, antecedida de una coma:

“extraídos con violación al artículo 3º, letra c), o a la cuota establecida en virtud del régimen artesanal de extracción”. 

14. Incorpórase el siguiente artículo 121:


“Artículo 121.- Será sancionada con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales toda persona natural o jurídica que, sometida a fiscalización, de cualquier forma obstaculice, dificulte, impida o intente obstaculizar la labor de los funcionarios del Servicio Nacional de Pesca.”.

Artículo 2°.- Los armadores artesanales cuyas inscripciones hayan quedado sin efecto, por no haber acreditado ante el Servicio Nacional de Pesca su dominio sobre la o las embarcaciones que tengan inscritas en el Registro Artesanal o por no haberlas sustituido por otra u otras de su propiedad, de conformidad con lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo transitorio de la ley Nº19.984, podrán acreditar el dominio de las respectivas embarcaciones dentro del plazo de doce meses, contado desde la entrada en vigencia de la presente ley. 

Lo dispuesto en el inciso anterior, sólo podrá ser solicitado por los armadores artesanales que hayan efectivamente operado e informado capturas al Servicio Nacional de Pesca dentro de los doce meses consecutivos anteriores a la fecha de término del plazo establecido en el inciso primero del artículo transitorio de la referida ley Nº19.984. Para dicho efecto, la Subsecretaría publicará una nómina de los armadores que cumplan con el requisito de operación a que se refiere el presente inciso.

El armador que no figure en dicha nómina podrá reclamar de tal omisión ante el Subsecretario, quien deberá resolver dentro del plazo de treinta días.


El Servicio Nacional de Pesca procederá a inscribir a los armadores y sus embarcaciones que hayan acreditado las circunstancias indicadas en el inciso primero del presente artículo, en las mismas categorías y pesquerías que hayan sido dejadas sin efecto por la aplicación de los incisos primero y segundo del artículo transitorio de la ley Nº19.984. Para estos propósitos, se presume de derecho que la fecha de la inscripción otorgada en virtud del presente artículo corresponde a la de la inscripción que, como consecuencia de lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo transitorio de la citada ley, fue dejada sin efecto. 

En el caso de las embarcaciones inscritas en pesquerías sometidas al régimen artesanal de extracción, la Subsecretaría de Pesca deberá considerar, para el año calendario siguiente al de su inscripción, realizada conforme al inciso anterior, el coeficiente relativo de participación que a dicha embarcación le hubiera correspondido de haberse encontrado ella vigente al momento de aplicarse el régimen antes indicado.

Artículo transitorio.- La determinación de la propuesta de plan de manejo a que hace referencia el inciso tercero del artículo 8° bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, incorporará a los pescadores y embarcaciones artesanales que, sin contar con inscripción en el Registro Artesanal en la pesquería respectiva, han participado en las pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca en aquellas pesquerías que se indican más adelante, durante los 3 años anteriores a la entrada en vigencia de la presente ley, e informado desembarques de conformidad con el artículo 63 de la ley N°18.892 o con lo estipulado en las pescas de investigación. El Servicio Nacional de Pesca deberá inscribirlos en el citado Registro, de acuerdo a las categorías, pesquerías y artes o sistemas de pesca correspondientes. Lo anterior será aplicable a las siguientes pesquerías:

- Algas pardas entre la XV a IV Regiones.


- Juliana, Macha y Pulpo del sur en la X Región.


- Caracol trophón, Ostión del sur, Ostión magallánico, Huepo, Erizo, Loco, Raya, Congrio dorado, Centolla y Centollón en la XII Región.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES RESPECTO DE FACULTADES DEL SERVICIO NACIONAL DEL CONSUMIDOR

(6973-03 y 7047-03)

[image: image16.emf]Región

Numero de 

clientes ABC1

%

Numero de clientes 

C2-C3-D-E

% Total Clientes

Santiago Centro M                         452  1%                        67.277  99%                  67.729 

Providencia- Ñuñoa- Macul M                   23.694  24%                        74.907  76%                  98.601 

Las Condes- Lo Barnechea- Vitacura- La Reina M                   75.111  64%                        43.128  36%                118.239 

Independencia- Recoleta- Huechuraba- Conchalí- Quilicura M                     3.294  16%                        17.606  84%                  20.900 

La Florida- Puente Alto- Peñalolén M                     9.318  22%                        33.661  78%                  42.979 

Maipú- Estación Central- Pudahuel- San Miguel- San Bernardo M                     5.575  14%                        34.677  86%                  40.252 

Cerrilos- San Joaquín- Renca M                         251  4%                          6.272  96%                     6.523 

Valparaíso V                         565  4%                        12.244  96%                  12.809 

Viña del Mar V                     3.799  12%                        27.104  88%                  30.903 

Concon- Quilpué- Villa Alemana- Quillota- Casablanca V                     1.762  6%                        27.701  94%                  29.463 

La Calera- La Cruz- Llay Llay V                         245  4%                          5.450  96%                     5.695 

Concepción VIII                     1.655  10%                        15.009  90%                  16.664 

San Pedro- Chiguayante- Talcahuano- Hualpén- Los Angeles VIII                         901  7%                        11.899  93%                  12.800 

Total                 126.621  25%                      376.936  75%                503.557 



Con motivo de las Mociones, Informe y antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:


1. Agrégase en el artículo 26, el siguiente inciso tercero, nuevo:


"No obstante lo señalado en el inciso primero, la interposición de un reclamo ante el Servicio Nacional del Consumidor interrumpe el plazo allí establecido.".


2. En el artículo 58:

a) Agrégase en la letra f) del inciso segundo, a continuación del primer punto seguido, la siguiente frase: 
"Podrá enviar al consumidor una copia del documento remitido al proveedor, donde conste que ha sido recibido por éste y la fecha", y sustitúyese el punto y coma (;) por punto seguido (.) y añádese la siguiente frase: "Cuando el proveedor no haya dado propuestas de solución o, habiéndolas dado, no se haya llegado a acuerdo con los consumidores, y los antecedentes respecto de la infracción justifican la presentación de una acción de interés colectivo o difuso, el Servicio podrá dar inicio al procedimiento, y".


b) Reemplázase, en 

el inciso final, la frase: “Los proveedores estarán obligados a proporcionar al Servicio Nacional del Consumidor los informes y antecedentes que le sean solicitados por escrito, que digan relación con la información básica comercial, definida en el artículo 1º de esta ley, de los bienes y servicios que ofrezcan al público.”, por la siguiente: “Los proveedores estarán obligados a contestar por escrito al Servicio Nacional del Consumidor cuando fueren requeridos por este organismo, así como a proporcionarle los informes y antecedentes que les sean solicitados por escrito, de los bienes y servicios que ofrezcan al público.”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE MINERÍA Y ENERGÍA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA UN NUEVO SISTEMA DE PROTECCIÓN AL CONTRIBUYENTE QUE ENFRENTA VARIACIONES EN PRECIOS INTERNACIONALES DE COMBUSTIBLES

(7064-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, tienen el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.
A las sesiones en que las Comisiones unidas estudiaron esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; el Asesor, señor Salvador Valdés; el Economista, señor Patricio Sepúlveda, y el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas; del Ministerio de Minería, el Subsecretario, señor Pablo Wagner, y el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Juan Antonio Coloma; del Ministerio de Energía, el Abogado de la División Jurídica, señor Gonzalo Carreño y del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señorita Egle Zavala y señor José Pablo Núñez.
Concurrieron, además, los Abogados Asesores de la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), señora Macarena Lobos y señor Sebastián Pavlovic; la Abogada Asesora del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Silvia Baeza, y los señores Carlos Cortes, Secretario Ejecutivo de la Asociación de Distribuidores de Gas Natural AGN Chile; Francisco Neira, Gerente Grandes Clientes de Gas Valparaíso y Gonzalo Palacios, Gerente de Planificación y Desarrollo de Metrogas. 
- - -

En la sesión del día 18 de agosto de 2010, la Sala del Senado acordó que el presente proyecto fuera informado por las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Crear nuevos mecanismos de protección ante variaciones en los precios internacionales de algunos combustibles derivados del petróleo, sustituyendo el sistema que ha operado en base al Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo (FEPP),  y el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo (FEPC). 
- - -
ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 18.502, que establece impuestos a combustibles que señala .
- La ley N° 19.030, que crea el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo.

- La ley Nº 20.063, que crea Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo.

- La ley Nº 20.259, que establece rebaja transitoria al impuesto a las gasolinas automotrices y modifica otros cuerpos legales.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje expone que, en cuanto a los objetivos, aspectos favorables y aspectos desfavorables de la iniciativa legal, el Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo (FEPP) y el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles Derivados del Petróleo (FEPC) han tenido por objeto evitar que las fluctuaciones de los precios internacionales lleguen sin atenuación al mercado doméstico. 
Asimismo, manifiesta que el FEPP fue creado en enero de 1991 por la ley N° 19.030 a raíz de la primera guerra del Golfo Pérsico. Operó entre 1991 y 2005 para todos los combustibles. Este fondo redujo en parte las oscilaciones de los precios internos en el período, hasta el año 2000, logrando eliminar sólo un cuarto de la volatilidad subyacente en los precios internacionales. El FEPP obtuvo ese resultado con un ancho de banda de +/-12,5% del precio de referencia.
No obstante, el FEPP fue objeto de una reforma el año 2000. Ella vinculó su tasa de cobertura del exceso de precio al tamaño del fondo que subsistía para el respectivo combustible. Este vínculo impidió que el fondo se agotara en sentido estricto, pues siempre queda un saldo de centavos en el fondo, pero también redujo su cobertura promedio.

Continua indicando que el FEPC, por su parte, fue creado por la ley N° 20.063 en el año 2005 en respuesta a la baja cobertura que entregó el FEPP después del huracán Katrina. Este fondo operó con un ancho de banda de +/-5% del precio de referencia y volvió a la tasa de cobertura previa a la reforma del 2000, es decir a 100% cualquiera fuera el tamaño del fondo. La comparación de la volatilidad del precio con y sin FEPC indica que la efectividad del FEPC fue modesta también, pues eliminó entre un quinto y un sexto de la volatilidad semanal de los precios internacionales. En suma, el FEPC logró un resultado similar al FEPP, a pesar de contar con un ancho de banda mucho menor.

Agrega el Mensaje que la modestia de la estabilización que lograron el FEPP y el FEPC es consecuencia de que el grueso de los cambios en los precios ha sido permanente, y por ende, no ha podido ser “estabilizado”.

Se consigna además, que el FEPC y el FEPP, han presentado también las siguientes limitaciones:
El FEPC se agotó o estuvo a punto de agotarse en dos ocasiones desde el año 2005. Al agotarse, incumplió el objetivo de brindar un plazo a los consumidores para pagar los costos de ajustarse a los nuevos precios. Esta falencia se observó también en su antecesor, el FEPP, que a partir de su reforma del año 2000, pasó varios años con saldo ínfimo. 

En resumen, durante los diez años que van desde el 1° enero de 2000 hasta el 31 de diciembre de 2009, el costo fiscal de estos dos fondos se estima en US$ 1.494 millones, incluyendo el IVA perdido. Se afirma que esta cifra está lejos del costo fiscal que tendría una estabilización genuina, que sería cero y además representa una práctica que significó entregar elevados subsidios a los contribuyentes. 
Se argumenta en favor de la iniciativa en informe que dicha situación resulta incompatible con la actual austeridad fiscal, derivada en parte del terremoto y maremoto del 27 de febrero de 2010, por lo que uno de los objetivos del proyecto es reducir este costo fiscal contingente.
El actual diseño del FEPC tampoco ha evitado que estos subsidios de hecho beneficien a los dueños de entidades consumidoras que son capaces de cubrirse por sí mismos u obtienen coberturas de terceros privados. En presencia de subsidios de hecho, un exceso de cobertura estatal crea altos costos fiscales.

Por otra parte, las ocasiones en que el fondo se ha agotado, o ha fallado en otorgar cobertura y tiempo de ajuste a los usuarios, se ha combinado con la rigidez en la magnitud del Impuesto Específico a los Combustibles (IEC) establecido por la ley N° 18.502. La reducción transitoria del IEC a la gasolina entre octubre de 2008 y marzo de 2010 tuvo un costo fiscal de US$ 850 millones. Esta cifra justificaría un esfuerzo especial para proteger al Impuesto Específico a los Combustibles, mediante su flexibilización.

También se fundamenta el proyecto en que la existencia de estos fondos ha tenido un efecto no buscado, como es reducir la demanda privada por mecanismos usados en países desarrollados, como las coberturas para cambios en los precios de los combustibles. Esto ha causado un subdesarrollo artificial del mercado chileno de coberturas. Su aparición, por ende, favorecería la modernización de las empresas chilenas, contribuyendo al crecimiento económico en la línea de las reformas Bicentenario al mercado de capitales.

La entrega de cierto ámbito de discreción por parte del FEPP y el FEPC al Ejecutivo, en cuanto a cambiar los valores de ciertos parámetros, se justificaba porque en un mecanismo de fondos siempre existe un dilema entre acotar el gasto de recursos fiscales y postergar el ajuste del precio a público. Los mejoramientos que se plantean en el proyecto de ley permiten acotar dicho ámbito de discreción sin sacrificar ninguno de los objetivos indicados.
En cuanto a los fundamentos del proyecto de ley, el Mensaje expone que, en una primera etapa, el sistema propuesto apunta a reducir el costo fiscal y a atenuar o superar las limitaciones del FEPC, antes enunciadas.

Se propone focalizar la protección en los contribuyentes del Impuesto Específico a los Combustibles, flexibilizando su magnitud, de modo de favorecer a los contribuyentes que asumen la carga de limitar las externalidades ya referidas, tales como congestión, contaminación y otras.
La mayor parte del volumen de combustibles que recupera el IEC (y por esa vía deja de pagarlo), es consumido por entidades que pueden proveerse por sí mismas de un plazo para enfrentar los costos de ajustarse a los cambios en los precios de combustibles, o acceder a mecanismos provistos por terceros. La focalización de la protección incentivará a dichas entidades a cubrirse efectivamente por sí mismas o a apreciar más la provista por terceros privados. Ello también estimulará el desarrollo en Chile del mercado de coberturas para cambios de precio.

En una segunda etapa, se propone introducir seguros de protección ante las variaciones de precios, siguiendo la práctica mundial para coberturas de este tipo. En su modalidad más simple, un seguro de protección consiste en pagar una prima a todo evento y en cobrar una indemnización de ocurrir el evento cubierto.

En este caso, el evento cubierto consiste en aumentos en el precio de un determinado combustible en el mercado internacional, que exceden de cierto umbral o “precio de ejercicio”, fijado previamente, al momento de contratar el seguro, con una fórmula cuyo valor es determinable de manera objetiva. Replicando el ancho de banda del FEPP, se propone que dicho precio de ejercicio sea el precio promedio de los últimos meses más 12,5%.

Este sistema contrataría coberturas en forma frecuente, de manera que el conjunto de contratos vaya cubriendo todas las semanas o meses, sin interrupción.

En el sistema de seguros, la cobertura o seguro es contratada por el Ministerio de Hacienda en el mercado internacional de derivados financieros. El Fisco recupera la prima pagada sumando un componente al Impuesto Específico a los Combustibles (IEC), previa división de la prima total por el número total de metros cúbicos que reciben cobertura. En caso de existir indemnización, el Fisco la transmite en su totalidad a los contribuyentes del IEC, por la vía de restar del IEC el cuociente obtenido dividiendo la indemnización total entre el número total de metros cúbicos cubiertos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Subsecretario de Minería, señor Wagner,  expresó que el proyecto tiene entre sus finalidades no perjudicar al contribuyente con el impuesto específico a los combustibles y el impuesto al valor agregado, y al mismo tiempo resguardar los recursos que considera el Estado dentro de la recaudación por dichos tributos

Agregó que se establecen ciertos parámetros de cálculo asociados al precio del petróleo crudo West Texas Intermediate (WTI), así como a un sistema de cálculo de precios móviles para determinar el precio de referencia en relación al impuesto específico a los combustibles. Asimismo, se establece un sistema de seguros que cubran las oscilaciones en el precio de los combustibles y productos derivados que cumplan la misma función, y que permitan asegurar un precio de referencia y objetivizarlo.

Manifestó que se dispondrá de mecanismos más propios de economía de mercado que estabilizarán el precio de los combustibles con variaciones lo más bajas posibles y más adecuados desde el punto de vista de la planificación tributaria y fiscal. 

El Honorable Senador señor García consultó qué resultado se produce al comparar la situación actual con lo que establece el proyecto en discusión, y qué espera el Ejecutivo que ocurra con la contratación de seguros, dado de que se trata del aspecto más novedoso de la iniciativa.

La Honorable Senadora señora Rincón preguntó qué ocurría antes con los aportes del Estado al Fondo y que pasará ahora de aprobarse el proyecto de ley, en que la banda de precios se amplia a 12,5%. Asimismo, solicitó una explicación de lo afirmado por el informe financiero, respecto a que la primera etapa definida por el proyecto implica una menor recaudación que se podría encontrar en un rango amplísimo de “3,2 a 245 millones de dólares de los Estados Unidos”.

El Honorable Senador señor Prokurica consultó la razón de que siempre se haya usado como precio de referencia el del Golfo de México que es más alto, siendo que Chile compra petróleo a países como Venezuela o Nigeria. Asimismo, preguntó el motivo de que el precio actual de los combustibles sea muy similar al que existió cuando el precio del barril de petróleo llegó a 140 dólares, siendo que hoy el referido precio es mucho más bajo.

Además, indicó que hace mucho tiempo que solicitaban un componente variable del impuesto específico a los combustibles, de forma de no hacer más gravosa la situación de los consumidores cuando hay alzas de los precios del petróleo y sus derivados.

A continuación, el Ministro de Hacienda, señor Larraín, efectuó una exposición en formato power point del siguiente tenor:

Nuevos Mecanismos de Protección ante Variaciones de Precios de Combustibles
Hitos.
El 30 junio expiró el FEPCO, creado en 2006.

Automáticamente, el 1° de julio se reactivó el FEPP, creado en 1991.

Pero los saldos del FEPP son ínfimos, por lo tanto no dan protección. 

El Gobierno desea subsanar esta situación, pero sólo para los consumidores pequeños.
· Primera etapa: sustituir FEPP por impuesto específico variable (SIPCO).
· Segunda etapa: introducir seguros (SEPCO).
ANTECEDENTES. 

[image: image21.png]Cuadro N° 8
FONDO DISPONIBLE ESTIMADO

Saldos, Movimientos y Estimaciones del
Fondo

[Saldo Fondo informado por Tesoreria 16 de Junio de 2010}

[Aportes y retiros en proceso informados 16 de Junio de 2010
[por Tesoreria y las Compafiias

[Fondo Disponible Estimado Art N°6 24 de Junio de 2010} 362.898.182
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“Estabilización” versus “protección”.
- La “estabilización” sólo puede ocurrir cuando los precios tienden a volver a sus valores originales a lo largo del tiempo.

- Pero gran parte de las variaciones en los precios de combustibles han sido de naturaleza permanente, no transitoria.

- En este caso, no es posible “estabilizar”. Los fondos de estabilización se agotan, o crecen sin límite. 

- Sí es posible “proteger” = postergar llegada de nuevos precios. Suavizar, por tiempo finito.

¿Sirve postergar llegada nuevos precios? si alza es permanente, conviene adaptarse ya:
- Pero en este caso, recuperar viabilidad requiere invertir en nuevos equipos.

- Si accede a crédito barato, puede invertir. Un seguro sólo protegería la pequeña parte del patrimonio cubierta por postergación del alza.

- Pero, si el crédito es caro, la indemnización del seguro es esencial para invertir de manera viable. El seguro protege a todo el patrimonio.

[image: image3.emf]El pasado: Gasolina durante el 

Período FEPC

Fuente: Comisión Nacional de Energía

(US$/m3, al 21 de junio 2010)

200

300

400

500

600

700

800

900

1000

1100

03-10-2005 03-01-2006 03-04-2006 03-07-2006 03-10-2006 03-01-2007 03-04-2007 03-07-2007 03-10-2007 03-01-2008 03-04-2008 03-07-2008 03-10-2008 03-01-2009 03-04-2009 03-07-2009 03-10-2009 03-01-2010 03-04-2010

Precio Paridad Precio Referencia Inferior Precio Referencia Superior

Proporción del tiempo:
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[image: image4.emf]El pasado. Costo Fiscal del FEPP y del FEPC: 

Enero-00 — Diciembre-09

Período (US$ MM)

2000-2005

(FEPP)

2006-2009

(FEPC)

Costo Fiscal directo FEPP 

y FEPC

353 824

Menor Recaudación IVA

81 236

Menor Recaudación por 

Disminución IEC

— 850*

Total 

434 1.910

Total Década 2.344 

* Corresponde a menor recaudación entre abril de 2008 y marzo de 2010

No hubo neutralidad fiscal. Hubo fuertes subsidios.


SIPCO: SISTEMA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR FRENTE A VARIACIONES EN EL PRECIO DE LOS COMBUSTIBLES.
Resumen de la Propuesta.
- Se crea un componente variable para el impuesto específico a los combustibles (IEC) (haciendo caer el IEC cuando el precio internacional sube).

IEC = IEC base + IEC variable.

- Acoge demanda ciudadana.

- Es técnicamente correcto. Veremos que el SIPCO focaliza la protección en los contribuyentes del Impuesto Específico.

ETAPA 1: SIPCO.
- Componentes del precio al por mayor: 
FEPP: 
Precio paridad CIF*(1+IVA) + IEC + Imptos FEPP – CréditosFEPP*(1+IVA). 

(Se produce una asimetría al existir IVA en la parte de los créditos por el FEPP y no existir en la parte de los impuestos, lo que explica que en un cuadro anterior se refiera una menor recaudación por este impuesto).
SIPCO:
Precio paridad CIF*(1+IVA) + IEC’      donde IEC’ = IEC base + IEC variable.

IEC base = 6 UTM/m3 para la gasolina; 1,5 UTM/m3 para el diesel.
IEC variable =   Impuesto o Crédito si el precio de paridad queda fuera de   

       la banda de  +/- 12,5%.
- ¿Cómo se determina el IEC variable? Con una fórmula similar a la del FEPP vigente. 

- Caso de subsidio (precio alto), el IEC variable sale negativo:
IEC variable  = (precio promedio móvil+12,5%) - precio spot.
- Caso de impuesto (precio bajo), el IEC variable sale positivo:
IEC variable = (precio promedio móvil -12,5%) – precio spot.
Diferencias entre el SIPCO y el FEPP.
1. SIPCO se financia vía impuestos y subsidios, no por medio de un fondo. Equivale a un fondo que no se agota. En cambio, el saldo del FEPP es cero así es que no da protección.
2. SIPCO y FEPP tienen ancho de banda de 12,5%, mientras que FEPCO tuvo ancho de 5%. El costo fiscal de FEPCO fue el doble y casi no redujo la volatilidad del precio mayorista. 
3. FEPP daría cobertura a todos los consumidores; en cambio SIPCO sólo cubre a quienes pagan IEC; y no a quienes lo recuperan.
El SIPCO y quienes recuperan IEC.
Quienes recuperan el IEC pierden la protección del SIPCO. ¿Cómo?:

- Precio al por mayor de quien recupera 100% es:

PParid CIF*(1+IVA) + (IEC base + IEC variable) – RECUPERO.
Pero, RECUPERO  = IEC base + IEC variable => ¡Cancela!

Esto afecta principalmente a las mineras, grandes industrias y generadoras eléctricas. 

- Ellas pueden cubrirse por su cuenta, sin el SIPCO.

- Esto focaliza la protección en los contribuyentes del IEC que no recuperan. Mayoría son pequeños.

La “Señora Juanita” y la Pyme.
- Al existir un IEC variable, habrá protección para todos quienes paguen (y no recuperen) el Impuesto Específico a la gasolina y el diesel.

- Como todos los automóviles y buses que usan gas licuado o gas natural comprimido pagan IEC, todos obtendrán protección. Incluso los de regiones VIII y XII, hoy excluidos.

Excepciones a favor de:

- La Pyme que usa diesel: aunque no paga IEC al diesel, tendrá protección del SIPCO / SEPCO, siempre que pague IVA, tenga derecho a recuperar IEC y venda menos de 25 mil UF /año.

- Usuarios de kerosene doméstico: aunque no pagan IEC, tendrán protección, pero no vía SIPCO sino vía un suplemento al FEPP. 

¿Quién deberá comprar su propia Protección, o Protección para Clientes? (como hacen sus pares de otros países).
- Quienes usan diesel sin fines de transporte, y recuperan 100% del Impuesto Específico. 

- Las grandes distribuidoras de gas licuado y de gas natural ya brindan protección de precios a sus clientes al por menor (para fidelizarlos). A su vez, esos distribuidores ya se protegen comprando seguros de precio, o se abastecen con contratos a largo plazo con precios protegidos. No necesitan que el Ministerio de Hacienda les compre protección.
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P. Combustibles son petróleos combustibles, que consumen fundamentalmente las navieras y algunas industrias.
Etapa 2: Seguro de protección SEPCO.
- Seguros contratados por el Ministerio de Hacienda en el exterior.

- Ejemplo de seguro: Cada mes se compra cobertura para tres meses más adelante. Cuando llega el mes cubierto, el contrato compara precio spot con promedio últimos 3 meses. Si spot excede promedio en más de 12,5%, el exceso origina indemnización.

- Sólo cambia la fórmula de IEC variable. Ahora se vincula al seguro. ¿Cómo? La prima y la indemnización del seguro son traspasadas al componente variable del impuesto específico. Son traspasadas al consumidor. 

La Honorable Senadora señora Matthei consultó   qué ocurriría si existe un shock de precios por circunstancias de una duración más prolongada que tres meses y sube excesivamente el precio de las primas de los seguros.

El Ministro de Hacienda, señor Larraín, indicó que durante el tiempo que opere la primera etapa continuarán estudiando el mecanismo y es posible que cambien los plazos referidos.

El Honorable Senador señor Orpis consultó si existen otros países que operen actualmente con esta modalidad.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Valdés, sostuvo que hay otros países que operan con modalidades muy parecidas aunque no idénticas, como México, que otorga un precio establecido a público y se cubre en el exterior, misma cosa que hacen varios países asiáticos.

El Ministro de Hacienda, señor Larraín, agregó que los mayores participantes de estos seguros son grandes empresas privadas.
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Beneficios de pasar a SEPCO: 

- Estabilización macroeconómica. En escenarios de precios altos el costo del crédito lo paga la contraparte extranjera. En cambio, en el esquema actual, se reparte la pobreza entre el fisco y los consumidores.

- Más equidad competitiva entre Gas Natural/Diesel/GLP: al desaparecer el costo fiscal, desaparecen las actuales distorsiones. Todos ofrecerán protección a su cliente final, sin subsidio para ninguno.

- Más desarrollo financiero.
Desafío de pasar a SEPCO: El diseño de contratos y licitaciones tomará 6-12 meses. Ampliar unidad de Hacienda que maneja FEES.

La Honorable Senadora señora Rincón reiteró su consulta sobre cuál es la razón que se suba la banda del 5% al 12,5%. Asimismo, consultó sobre la menor recaudación que consigna el informe financiero para el SIPCO, que se podría encontrar en un rango amplísimo de 3,2 a 245 millones de dólares de los Estados Unidos.

El Ministro de Hacienda, señor Larraín, expresó que se debe a que en los últimos 20 años operó tres cuartas partes de dicho lapso con una banda de 12,5% y solamente durante el FEPCO con 5%, y se evaluó que la reducción del ancho de la banda había tenido gran costo económico con un beneficio mínimo.

Sobre la menor recaudación, señaló que se obtiene al simularla con los precios que se han observado en los últimos dos años, los que presentan grandes variaciones.

El Honorable Senador señor García manifestó entender que el Sistema está diseñado para una volatilidad de precios normal, pero planteó tener dudas sobre lo que ocurrirá con una volatilidad completamente anormal, como sería en caso de una guerra, por ejemplo. En orden a lo señalado precedentemente, consultó con qué herramienta queda el Ejecutivo para hacer frente a alzas extraordinarias de precios.

El Ministro de Hacienda, señor Larraín, indicó que el mecanismo protege ante situaciones extraordinarias, en cualquiera de las dos etapas, y en los seguros se vio, a propósito del terremoto, que las compañías cumplen ante eventos anormales.

El Honorable Senador señor Orpis consultó si las grandes empresas se cubrían ante las variaciones de precios o descansaban en la protección que otorgaba el Estado.

En relación a los shocks externos, observó que se debe haber analizado cuál es la extensión de los mismos, porque si se está cubierto sólo por tres meses han existido situaciones que duran mucho más.

El Honorable Senador señor Frei sostuvo que por mucho tiempo se planteó bajar el impuesto específico de manera definitiva, y agregó que le preocupa ver que se quiere un Sistema que no comprometa mayormente recursos fiscales, dado que le parece que existirán beneficios muy acotados para los consumidores, a lo que se suma que en las regiones que no son las más pobladas del país, los precios de los combustibles son 40 ó 50 pesos más caras por litro que en el resto del país, lo que ha llevado a que todo el parque industrial se instale en dos o tres regiones.

El Honorable Senador señor Prokurica observó que el mercado chileno es muy pequeño por lo que funciona sin competencia, y un elemento destacable del proyecto es que cuando se quita el beneficio a las grandes empresas, es posible que ellas busquen otros proveedores y se introduzca cierta competencia en el mercado. Respecto de la menor recaudación del IVA, señaló no compartir la explicación entregada porque históricamente el precio del petróleo ha ido subiendo, más allá de coyunturas específicas, por lo que no cree que la recaudación haya disminuido, y por lo mismo siempre solicitaron un impuesto variable que no perjudicara aun más a los consumidores. 

El Honorable Senador señor García observó que existe un costo fiscal por la menor recaudación del impuesto específico, lo diferente es que no existe un Fondo.

El Honorable Senador señor Escalona señaló que compartía lo expresado por el Honorable Senador señor Frei, y que debieran buscarse mecanismos que vayan en beneficio de las regiones menos favorecidas, problema que también se vislumbra con los proyectos relativos al Sistema de Transporte Transantiago, porque de lo contrario aumentará la migración a la región Metropolitana con todos los problemas que ello conlleva. Agregó que es necesario que se contemplen incentivos o se igualen las condiciones para el resto del país respecto de la ciudad de Santiago.

El Ministro de Hacienda, señor Larraín, expuso, respecto del costo fiscal, que si se parte del precio promedio en relación a la banda que se establece, es igualmente probable que el referido precio baje o suba, si baja opera un impuesto variable positivo, y si sube opera una menor recaudación, lo que explica además la amplitud de la menor recaudación indicada por el informe financiero. Observó que se trata de un proyecto de ley que busca suavizar el precio de los combustibles y no de entregar subsidios respecto de ellos. Agregó que cuando nos encontremos en el segundo modelo de seguros, no existirá un costo fiscal, excepto en un caso extremo de que las primas superen los límites establecidos en el proyecto.

Respecto de las grandes empresas, manifestó que contaban con cobertura con el sistema vigente, y no sabe que ha ocurrido a partir del 30 de junio cuando finalizó la vigencia del FEPCO.
El asesor, señor Valdés, planteó que existen algunas grandes empresas que llevan años utilizando coberturas, comenzando por las empresas aéreas, que nunca accedieron a protecciones respecto del precio de los combustibles, así como algunas grandes mineras, distribuidoras de gas licuado y generadoras eléctricas que han comprado seguros, especialmente en el último tiempo, en que la política del Estado respecto de la materia ha ido variando y al interior de la banda establecida no existía protección.

El Ministro, señor Larraín, acotó, con relación al plazo de tres meses referido a los seguros, que puede ser un período muy corto y si surge la necesidad de ampliarlo, así se hará.

Respecto de lo señalado por el Honorable Senador señor Procurica, expresó que Chile es un tomador de precios en el mercado internacional, y aunque no accedemos a descuentos por el tamaño de nuestro consumo, no existe un perjuicio por tratarse de un precio establecido. Asimismo, respecto de las primas de los seguros, al ser el Estado el que contrate globalmente con la cobertura más grande que se pueda tomar, probablemente obtendrá precios más convenientes.

Con relación a las intervenciones de los Honorables Senadores señores Frei y Escalona, señaló que se trata de cuestiones de fondo que escapan de los alcances del presente proyecto de ley, y se debe analizar como estimular la competencia en el mercado de los combustibles, estudiando si la diferencia de precios según el lugar se debe a diferencias de costos, transporte y oferentes, y en qué proporción cada uno.

Agregó que informarán en marzo del próximo año de los avances referidos a la segunda etapa que contempla el proyecto de ley.

El asesor, señor Valdés, indicó que el Sistema está pensado para precios y situaciones extraordinarias, lo que se manifiesta en que es necesario que se perfore el techo de la banda que se establece para que actúen los mecanismos de la iniciativa legal. 
El Ministro, señor Larraín, manifestó que dentro de la mayoritaria aprobación conseguida en la Cámara de Diputados, la mayor de todas la consiguió la parte del proyecto referida al SEPCO.

El Honorable Senador señor Prokurica expresó que es importante incorporar mecanismos que eviten la arbitrariedad, para que no se otorguen beneficios adicionales según el momento político que se viva, esto es que opere con independencia del Gobierno de turno.

En la siguiente sesión, la Comisión recibió a los representantes de la Asociación de Distribuidores de Gas Natural (AGN CHILE), cuyo Secretario Ejecutivo, señor Cortés, indicó que la entidad agrupa a los principales distribuidores de gas natural del país, como GasValpo, Metrogas, Gas Sur y Gasco Magallanes. 
El Gerente de Planificación y Desarrollo de Metrogas, señor Palacios, efectuó una exposición en formato power point del siguiente tenor:

Comentarios Proyecto de Ley: “Sistema de Protección al Contribuyente de los Precios Internacionales de los Combustibles” (SIPCO).
1) Comentarios Generales.
El Proyecto de Ley representa en su segunda etapa un avance en materia de protección a nivel país de la volatilidad de los precios de los combustibles y que bien implementada permitirá una protección al consumidor sin distorsionar el mercado. 
La cobertura vía derivados financieros permite: 
–Clarificar y definir de manera objetiva los créditos e impuestos estabilizadores. 
–El mercado de derivados es accesible para actores públicos y privados. 
–Permite que terceros, no afectos al Sipco, pero que compiten con combustibles que sí lo están, contraten directamente los derivados que mejor se ajusten a su realidad permitiendo un desarrollo equilibrado del mercado. 

Sin embargo, el proyecto de ley tiene dos fuentes de distorsión para el mercado de los Derivados del Petróleo y del Gas Natural (GN): 

–Se mantienen las fuentes de discrecionalidad del FEPC en la Etapa 1. 

–Inclusión del kerosene (parafina) en las Etapas 1 y 2. 

2) Comentarios específicos.
Etapa 1, Transitoria. 

1. Duración de la Etapa 1. 
2. Desequilibrios entre mercado GNV/GLP y Gasolina. 
3. Proposiciones de mejoras a la metodología para evitar las distorsiones observadas en el FEPC: 
a. Desacople entre precios Paridad para efectos del SIPCO, y los precios de Paridad de importación ENAP. 
b. Cambios en los criterios de los parámetros “n”, “m” y “s”. 
c. Colocar límite de montos máximos que puede subsidiar el FEPC. 

Etapa 2, Fondo del Proyecto. 

4. Inclusión de la parafina al FEPP. 

5. Transparencia y claridad para la contratación de seguros. 
1.- Duración Etapa 1.
- En artículo transitorio se señala que la primera etapa durará hasta la fecha en que “por primera vez corresponda al Ministerio de Hacienda elegir entre ejercer o no una cobertura…”. 

- Por lo tanto la decisión de pasar a la segunda etapa compete exclusivamente al Ministerio de Hacienda, entendiéndose así que la etapa 1 podría durar tanto como sea necesario, no existiendo un criterio objetivo que obligue a iniciar la etapa 2. 

Propuesta: definir en la ley la duración máxima de la Etapa 1.
2.- Desequilibrios entre mercado GNV/GLP y Gasolina.
a) Si bien es adecuado equilibrar los Impuestos Específicos (IE) del Gas Licuado Vehicular y Gas Natural Vehicular, persiste el desequilibrio con respecto a la Gasolina, combustible que es el verdadero punto de comparación para la venta de GLP y GNV en el mercado automotriz. 

b) En efecto, el subsidio o impuesto que se le aplique a la Gasolina puede ser muy distinto al que se le aplique al GLP/GNV, lo que distorsiona la competitividad: 

–A modo de ejemplo, mientras operó el FEPC para el Gas Licuado, la Gasolina y el Diesel (2008-2010) los diferenciales de subsidio producidos entre Gas Licuado y Gasolina fueron relevantes. (Vinculado a gráfico de página 24)
–Se hace muy difícil proyectar un negocio como el GNV que esta tratando de penetrar el mercado con la llegada del GNL y que ha realizado importante inversiones en el último tiempo para promocionar la conversión a GNV. (Vinculado a inversiones señaladas en página 23) 

Propuesta: aplicar al GLP y GNV el mismo IE variable de la Gasolina durante la primera etapa. 

3.- Propuestas para evitar las distorsiones observadas en el FEPC.
a) Desacople entre precios Paridad para efectos del SIPCO y los precios de Paridad de importación de ENAP. 

–El precio de venta ex refinería de ENAP (paridad de importación) es un buen indicador de mercado, ya que le ha permitido competir con las importaciones durante más de 30 años. 

–Intentar emular de manera paralela los precios de paridad de importación es válido, pero en la medida que exista un buen acople con la realidad del mercado. 

–Esto no ha ocurrido para algunos derivados en el pasado desde que ha operado el FEPC (caso GLP). (Vinculado a gráfico de página 25)
–Mientras más cercano sea el precio de paridad a la realidad del mercado, la eficiencia de los seguros a contratar será mejor. 

Propuesta: calcular los precios de paridad de SIPCO con la misma mecánica que utiliza ENAP para fijar sus precios de Paridad de Importación. 
El Honorable Senador señor García consultó cuál es el precio de paridad relevante para definir el valor de venta al público.

El representante de Metrogas, señor Palacios, señaló que el precio de paridad de ENAP es aquel en que la empresa vende sus productos, y el de la Comisión Nacional de Energía es relevante sólo para efectos de calcular el subsidio o impuesto que se le aplica al producto que ENAP vende, y al no ser éste igual al que determina ENAP se provoca una distorsión. 

El Honorable Senador señor García preguntó si la distorsión mencionada implica que se traspase a los consumidores un precio mayor.

El representante de Metrogas, señor Palacios, sostuvo que no implica un traspaso de costos a los consumidores, y opinó que ENAP tiene un incentivo enorme para fijar un precio de paridad correcto, porque una diferencia mínima implica enormes cifras monetarias.

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que debieran conocer el motivo de la diferencia en los precios, accediendo a la metodología aplicada tanto por la Comisión Nacional de Energía como por ENAP.
El Economista del Ministerio de Hacienda, señor Sepúlveda, manifestó que la motivación del Ejecutivo para no usar el mismo precio fijado por ENAP es que la empresa tiene una política comercial al fijarlo.

El Honorable Senador señor Frei observó que la situación del gas respecto de los otros combustibles difiere porque los otros combustibles son importados prácticamente en su totalidad.
El representante de Metrogas, señor Palacios, señaló que en el GLP se importa entre un 30% y un 40% aproximadamente.

El Honorable Senador señor Orpis solicitó que se entregaran los antecedentes de las distorsiones que se han producido en el pasado y la discrecionalidad que se ha verificado en la fijación de los parámetros.
b) Cambios en los criterios de parámetros “n”, “m” y “s”. 

–Estas variables al ser modificables, introducen significativa discrecionalidad al sistema e impiden que terceros contraten los seguros y coberturas equivalentes. 

–Adicionalmente, el modificar estas variables en forma separada para cada combustible, introduce un elemento adicional de incertidumbre que afecta el desequilibrio de mercado entre la Gasolina y el GLP/GNV. 

Propuesta: 

Fijar el valor de estos parámetros en la ley e igual para todos los combustibles. 
Igualar el período de referencia del WTI “n” al de margen “s”, para evitar distorsiones y precios irreales como ocurre con el GLP. 
Fijar por ley el peso relativo de los precios históricos y los futuros. 
c) Colocar límite de montos máximos que puede subsidiar el FEPC.
–El proyecto ley establece que Hacienda puede ajustar el Subsidio del FEPC si la estimación de valor total de los créditos proyectados para el periodo menor entre 16 semanas y la fecha de entrada en vigencia de la segunda etapa es superior al 50% del saldo del FEPC al 31/06/2010 (180 millones de dólares, aproximadamente). (Vinculado a lámina de página 23)
–Lo anterior no impide que los montos subsidiados por el FEPC pueden haber sido varias veces el límite antes señalado al momento que ocurra dicha condición. 

Propuesta: establecer en la ley claramente el monto máximo que el FEPC pueda acumular positiva y negativamente en la primera etapa.

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que si la trayectoria de los precios va en alza, a la larga el Fondo se agota y debe ser suplementado por medio de una nueva ley, en cambio el proyecto en discusión evita ese problema.
El representante de Metrogas, señor Palacios, expresó considerar preferible que otro Poder del Estado autorice nuevos recursos para el Fondo, a que no exista límite para el gasto del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor García acotó que la primera etapa no es un Fondo, sino que contempla un componente variable del impuesto específico que sube o baja según el precio de los combustibles.
4.- Inclusión de la parafina al FEPP.
- Proyecto exceptúa a la parafina de sus disposiciones generales, como único combustible que en forma permanente quedará afecto al FEPP, entregándole 5,4 MMUS$ al Fondo.

- El fondo parte desbalanceado porque puede subsidiar por 5,4 MMUS$ y generar impuesto por sólo 1,5 MMUS$. Además, se mantiene la incertidumbre futura de nuevos aportes. 
- La historia demuestra que los fondos han operado como subsidio a la parafina. Con el FEEP el subsidio fue de 6,9 MMUS$ y con el FEPCO el subsidio fue de 19,1 MMUS$, o sea, un total de 26 millones de US$. 

- Este subsidio ha generado un importante incremento en el consumo de parafina que aumenta en un 22% del 2008 al 2009 y se espera una cifra superior para este año. Una gran parte de este cambio de tendencia se ha dado por la utilización de este combustible por parte de sectores de altos ingresos de la población. (Vinculado a lámina de página 25)
- La parafina con FEPP y sus sustitutos sin FEPP conlleva una clara discriminación con combustibles competitivos que también tienen una demanda importante en sectores de bajos ingresos (Gas Natural y GLP). (Vinculado a cuadro “Distribución de Clientes Residenciales de GN (2007-2008)” de página 26)
- Si se quiere subsidiar la calefacción de los sectores de bajos ingresos es mucho más eficiente y efectivo hacerlo por medio de un subsidio directo y no indirecto vía el precio de un solo combustible que conlleva un importante uso del mismo en sectores de altos ingresos. 
- Según un reciente estudio de prestigio, la parafina es el combustible que mayor contaminación genera al interior de los hogares y por lo tanto no se entiende que la autoridad vaya a seguir promocionando su uso. (Vinculado a lámina de página 22)

Propuesta: excluir a la parafina del mecanismo de estabilización.
- Proyecto señala que para la parafina aplicará la misma mecánica del FEPP, incluso durante la 2ª etapa, por el hecho de no existir “un mercado internacional profundo de coberturas del Kerosene”. 

- Para los plazos que se pretende conseguir dichas coberturas (< 12 meses) sí hay coberturas para el Kerosene y alternativamente hay derivados con alta correlación con la parafina con lo que si puede lograr el objetivo buscado. Algunos ejemplos: (Vinculado a ejemplos de página 23)
- El mecanismo del FEPP no es replicable vía derivados financieros, lo que hace imposible que los distribuidores de combustibles competitivos con la parafina se cubran contra sus efectos. 

Propuesta: de incluirse la parafina, que sea vía el mecanismo de seguros propuesto en la 2ª etapa.
5) Transparencia y claridad Etapa 2.
En Titulo III, artículo 4°, se señala que se “establecerán normas de determinación del tipo de coberturas financieras que se podrán contratar”  y un “reglamento que establecerá los procedimientos de contratación, seguridad, supervisión y control de estas operaciones” al respecto:

· Es central que para el éxito de esta segunda etapa, todos los actores del mercado conozcan las reglas del juego en forma clara y oportuna.

· Lo anterior es clave para poder replicar fielmente las estrategias de cobertura que implemente el Ministerio, a fin de remediar cualquier potencial desequilibrio que pueda existir.

Propuesta: que en la ley se establezca que el reglamento deberá incluir una instancia de información precisa a los agentes del mercado indicando, con anticipación suficiente, las condiciones bajo las cuales se va a cotizar y contratar los seguros.

Anexos.

[image: image7.emf]Contaminación dentro del hogar 
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Fuente:EFFECT OF GAS AND KEROSENE SPACE HEATERS ON INDOOR AIR QUALITY: A STUDY IN HOMES OF 

SANTIAGO, CHILE,  U de Chile, Michigan  Technology University, Centro Mario Molina, y Harvard School of Public 

Health, Invierno 2007

EL ESTUDIO SEÑALA: “Se determino que el kerosene tiene un 

efecto significativo en el aumento de concentración de azufre, 

carbono, metales y aromáticos cancerígenos dentro de los 

hogares”


Excepción de la parafina.
Ejemplos de derivados: 
–European Jet Kerosene (Platts) Cargo CIF NWE Calendar Swap con precios publicados hasta diciembre 2012. 
–Singapore Jet Kerosene (Platts) Future Swap Final con precios publicados hasta Enero 2011. 
–Diesel y Kerosene Costa del Golfo correlacionan 99,82%. 

Inversiones en GNV a partir de la llegada del GNL (Agosto 2009 y 2010):
- Inversiones en 5 nuevas estaciones de Servicio (1): 9 MMUS$. 

- Inversiones de Metrogas en extensiones de redes para conectarla a estaciones y en subsidios para reconexiones y conversión de taxis 1 MMUS$. 

(1) La empresa Gazel tiene un plan de negocio de construir 24 nuevas estaciones de servicios para GNV en los próximos 6 años. 
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“El crédito fiscal por metro cúbico podrá ser 

ajustado ….en el evento que la estimación del valor 

total de los créditos proyectados, para el período 

menor entre dieciséis semanas y aquél que reste 

para la 

vigencia de la aplicación de los mecanismos 

establecidos en el Título II de esta ley, 

fuese superior al equivalente al 

50% del saldo del FEPC al 30 de junio de 2010 

y previo informe de la Comisión Nacional de Energía 

en el que se contenga la referida estimación. El 

ajuste será el necesario para no alcanzar dicho tope 

en el lapso indicado …. 

Con todo, en el evento que se alcance el tope,

dejarán de regir desde la semana siguiente a dicho 

evento los créditos fiscales a que se refiere este 

artículo.”

No se 

preestablece un 

plazo máximo

180 Millones de US$ 

fijos, independiente 

de los 

crédito/impuestos 

anteriores

No queda claro la 

mecánica de agotar 

el “fondo” ni la 

forma en que se va 

a ir ajustando

S e puede dar el caso de que en repetidos periodos de 16 o 

más semanas  se repartan una y otra vez los 180 MMUS$ en 

forma de subsidio


ULTIMO INFORME FEPCO 24/07/2010
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	Saldo 24/06
	362.989.182

	Movimiento 30/06
	3.423.263

	Saldo 30/06
	359.565.919

	Tope
	179.782.960



[image: image10]
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Serie 2008-2010: hubo en promedio un mayor subsidio de 0,6 US$/MMBtu para la gasolina, respecto del GLP, aproximadamente 20% del margen del negocio de venta GLP/GNV automotriz.
En ocasiones, la cifra subió de 2 US$/MMBtu llegando a 5 US$/MMBtu.
3) Propuestas para evitar las distorsiones observadas en el FEPC. 
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Artefactos importados a parafina.
Explosivo aumento de compras de artefactos a kerosene, especialmente en sectores de altos ingresos.
	Año
	Importaciones Estufas Kerosene  total anual
	Importaciones estufas Kerosene Laser  (1)
	 

	2006
	1.040
	0
	 

	2007
	5.327
	308
	 

	2008
	73.038
	7.226
	 

	2009
	137.204
	24.419
	 

	2010
	161.441
	40.840
	 

	 
	 
	 
	 

	(1) Precio artefacto CIF importación + IVA  = 230.000$ promedio 2009-2010
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Fuente: Aduanas.

Distribución de Clientes Residenciales de GN (2007-2008).

[image: image15]
La Honorable Senadora señora Matthei consultó   cuál es el valor promedio del subsidio que ha existido para la parafina en el último año, y si estiman que los consumidores se han cambiado a la calefacción de dicho tipo por el subsidio que recibe o por los artefactos más eficientes en relación a los otros tipos de calefacción.
Asimismo, consultó si tienen algún tipo de comparación respecto de precios de petróleo y gas que sirvan para ver si existe alguna correlación entre los precios de uno y otro, dado que sostienen que debiera existir un mismo subsidio para ambos, pero si los precios internacionales se mueven de forma diferenciada quizás la solución debiera ser otra.

El representante de Metrogas, señor Palacios, sostuvo que lo que pretenden es que en la primera etapa el mecanismo sea neutro respecto de los diferentes combustibles, cuestión que no ha ocurrido con anterioridad, porque los Fondos han actuado como subsidios y no como estabilizadores.

Agregó que su sector actualmente utiliza las coberturas, entre otras cosas porque la fijación del precio del gas es distinta a la que utilizan los combustibles que compiten con él, y reiteró que lo que requieren son reglas claras, como ya ocurrió mientras operó el FEPCO.

Respecto de la parafina, señaló que existió un subsidio adicional hace dos años que podía ser un 50% superior al de los otros combustibles, lo que significó una señal potente para el mercado. Por lo mismo, cree que los clientes han preferido la parafina tanto por el subsidio y el precio existente, especialmente en el año 2008, como por la eficiencia de combustión que tienen las máquinas que utilizan dicho combustible, dado que quema todos los gases al interior del hogar.

El Secretario Ejecutivo de AGN CHILE, señor Cortés, manifestó que quieren mejorar la información de la población en cuanto al problema de la contaminación intradomiciliaria, y como gremio, la próxima semana, entregarán un estudio al Ministerio de Salud sobre el tema, porque muchos sólo se fijan en el gasto y no en los efectos sobre la salud de las personas.

El Honorable Senador señor Frei planteó que antes de votar preferiría escuchar a representantes de ENAP y del Ministerio de Energía para aclarar las dudas surgidas, como por ejemplo, lo relativo a la situación diferenciada de la parafina.
El Honorable Senador señor Prokurica observó que también le interesa analizar en profundidad algunos temas, como el de las distorsiones de los precios, por lo que sería necesario invitar al Ministro de Energía, pero durante la discusión en particular que sería el momento oportuno para hacerlo, más aun considerando que hoy no existe ninguna protección ni cobertura para proteger a los consumidores.
Puesto en votación en general el proyecto de ley el Honorable Senador señor Frei manifestó que se abstendría, porque se requiere más tiempo para estudiarlo y discutirlo, además que la iniciativa implica que el Estado disminuye su colaboración respecto de la situación existente hasta hace pocos meses, y la segunda etapa de seguros todavía no se encuentra bien definida ni explicada.

El Honorable Senador señor Orpis fundamentó su voto favorable planteando que existe acuerdo en la existencia de un componente variable del impuesto específico, y que la discusión en particular es la etapa en que deben corregirse las normas, como podría ser alguna distorsión en los precios.
El Honorable Senador señor Escalona fundamentó su voto de abstención indicando que lo hace por estar convencido de que el Sistema que ha dejado de regir hace pocos meses es mejor que el que se propone, siendo más confiable y seguro que el Fisco provea un Fondo que regule los precios a un sistema tan discrecional como el que se propone, que además traspasa la mayor parte de los costos a los consumidores. 

Sometido a votación en general el proyecto de ley, votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Orpis y Prokurica, y se abstuvieron los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón, y señores Escalona y Frei. De conformidad al artículo 178, inciso primero, del Reglamento del Senado, se procedió de inmediato a repetir la votación.
La Honorable Senadora señora Matthei fundamentó su voto favorable manifestando que el anterior Sistema consideraba el aporte de mayores recursos fiscales, dado que la banda de precios que gatillaba el mecanismo del Fondo era más estrecha (+/- 5%), y se ingresaron sumas considerables de dinero. Expresado lo anterior, consideró preferible que los subsidios entregados por el Estado se enfoquen en las personas más pobres, como ocurre en el caso del kerosene, no así con las gasolinas, porque quienes cuentan con menos recursos no tienen autos y en el transporte público se percibe muy indirectamente la cobertura de los Fondos, y si se trata de gastar 2.000 millones de dólares es preferible que se haga en otras materias, como los médicos especialistas para las regiones del norte y del sur del país.
La Honorable Senadora señora Rincón fundamentó su voto en contra expresando que la presentación del Ejecutivo sobre los costos del proyecto de ley generan una gran preocupación al tratarse de cifras tan dispares que van entre los 3 y 245 millones de dólares, y que no entregan ningún dato preciso acerca de la segunda etapa de seguros.

El Honorable Senador señor Frei fundamentó su voto en contra señalando que en este momento no existe urgencia para aprobar el proyecto, y son varios los puntos que requieren revisión, como la primera etapa que podría ser indefinida, costos fiscales imprecisos e incertidumbre respecto del sistema de seguros, a lo que se suma que no se ven incentivos para igualar la situación de precios de los combustibles de varias regiones respecto de la zona central del país, lo que a la larga significará que el parque industrial desaparezca de las referidas regiones.

El Honorable Senador señor Orpis fundamentó su voto favorable indicando que es preferible un impuesto variable a la protección de un Fondo que no entrega estabilización y es muy costoso, y el sistema de coberturas representa un gran avance frente al aporte directo de recursos del Fisco, porque libera fondos para invertirlos en otras materias más necesarias.

El Honorable Senador señor Escalona fundamentó su voto de abstención planteando que el sistema de seguros profundizará el problema de que el combustible se encarece en la medida que su venta de aleja de Santiago, generando un problema adicional a todo nuevo emprendimiento que se quiera iniciar.
Repitiendo la votación, votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Orpis y Prokurica, en contra los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón, y señor Frei, e insistió en su abstención el Honorable Senador señor Escalona. De conformidad al artículo 178, inciso segundo, del Reglamento del Senado, se consideró la abstención como favorable a la posición que obtuvo mayor número de votos y que era la de aprobar en general el proyecto de ley.

- - -
INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 8 de julio de 2010,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. El presente proyecto de ley contempla en sus dos primeros Títulos la creación de un nuevo mecanismo de protección a los contribuyentes de los Impuestos Específicos a los Combustibles (IEC) de la Ley N° 18.502. Asimismo, este proyecto propone en el tercer Título focalizar la operatoria del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo (FEPP) creado por la Ley N° 19.030 en el Kerosene doméstico.

2. El mecanismo aludido se funda en el establecimiento de un componente variable en la base de cálculo de tales impuestos cuya determinación está asociada a las variaciones de precios internacionales de los combustibles derivados de petróleo, pudiendo resultar positivo o negativo. El impacto financiero se ha dimensionado considerando el efecto que la aplicación de este mecanismo puede tener en la recaudación esperada del Impuesto Específico a los Combustibles y en las devoluciones que Tesorería General de la República deba hacer cuando corresponda. Es así como se estima, para la primera etapa establecida en el Titulo I, que el proyecto implica una menor recaudación que se podría encontrar en un rango de 3,2 a 245 millones de dólares de los Estados Unidos si el mecanismo fuera aplicado en un año con volatilidad como la observada los dos últimos años.

Para la segunda etapa contemplada en el Título II, la aplicación del mecanismo en base a instrumentos financieros de seguro allí propuestos tendrá un efecto financiero neto nulo para el Fisco, por cuanto los pagos que se realicen por contratación de los instrumentos financieros que corresponda serán financiados por la recaudación del componente variable del Impuesto Específico.

3. En relación con el FEPP, el proyecto dispone en su Título III un aporte de 5,4 millones de dólares de Estados Unidos a dicho Fondo, y un retiro del saldo existente al 30 de Junio del año en curso en los subfondos específicos distintos del correspondiente al Kerosene.

En todo caso, se estima que podría existir un efecto indirecto en la recaudación del IVA toda vez que este proyecto establece que un tratamiento homogéneo respecto de este impuesto para el nuevo componente variable del IEC, sea éste positivo o negativo.

4. Sin perjuicio de lo anterior, los efectos de aplicar el mecanismo antes descrito se incorporarán en el Proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2011.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -
TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestras Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, tienen el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

De los Mecanismos de Protección a los Contribuyentes de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502

Artículo 1°.- Crea los mecanismos de protección para los Contribuyentes de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, que dan plazo para ajustarse a las variaciones de precios. Créanse mecanismos con el objeto de facilitar el ajuste de los contribuyentes de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, a las nuevas condiciones de los precios de venta internos de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, ambos de consumo vehicular, motivadas por cambios en sus cotizaciones internacionales. Dichos mecanismos operarán principalmente a través de incrementos y rebajas a los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502 y regirá a partir del jueves de la semana siguiente a la de publicación de la presente ley.

Los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, se revisarán periódicamente y, cuando corresponda en conformidad con esta ley, se modificarán sumando o restando a las tasas establecidas en la misma ley, denominadas componente base, un componente variable determinado para cada uno de los combustibles señalados en el inciso primero, que incrementará o rebajará dichos impuestos de conformidad con lo establecido en los artículos siguientes.

La tasa de los Impuestos Específicos a los Combustibles que se aplicará será igual al componente base sumando o restando, según corresponda, el componente variable calculado y determinado de conformidad con esta ley.

Los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperación de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, deberán calcular el monto de dicha recuperación sobre la base de los impuestos determinados conforme a la presente ley. Si el monto a recuperar resultare negativo, su valor absoluto deberá ser sumado a los débitos del Impuesto al Valor Agregado.

Con todo, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles de acuerdo al artículo 7° de la ley N° 18.502 y al decreto supremo N° 311, de 1986, del Ministerio de Hacienda, y cuyos ingresos anuales promedio, considerando en dicho promedio de enero a diciembre de los dos años calendario anteriores, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a  25.000 unidades de fomento, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable. Para calcular estos montos, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b) de la Ley de Impuesto a la Renta, en al menos uno de los dos años calendario. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles en los términos indicados en este inciso, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que hayan iniciado actividades en el año calendario previo, y cuyo ingreso anual en dicho año por las ventas, servicios u otras actividades de su giro, haya sido inferior a  25.000 unidades de fomento, debiendo incluir en dichos ingresos los obtenidos por sus relacionados en el mismo año calendario.

Los contribuyentes que hagan uso de los beneficios señalados en el inciso anterior deberán declarar ante el Servicio de Impuestos Internos en la forma, plazo y condiciones que éste determine, quiénes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b) de la Ley de Impuesto a la Renta.

Título II

Del Sistema de Protección al Contribuyente ante variaciones de los Precios de los Combustibles

Artículo 2°.- Parámetros de cálculo del elemento variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502. El primer mecanismo señalado en el artículo 1° se denominará “Sistema de Protección al Contribuyente ante variaciones de los Precios de los Combustibles”. En este primer mecanismo, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, se determinará considerando las diferencias con los precios de paridad de importación, respecto a precios de referencia superior e inferior calculados a partir del precio de referencia intermedio, los cuales serán determinados semanalmente para los combustibles derivados del petróleo que se identifican en el artículo anterior, salvo para el gas natural comprimido, para el cual se considerarán los precios del gas licuado de petróleo para uso vehicular. La determinación se hará por decreto emitido por el Ministerio de Energía y dictado bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", previo informe de la Comisión Nacional de Energía, y que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda.

Los precios de referencia intermedios se determinarán considerando como base el precio del petróleo crudo West Texas Intermediate (WTI), un diferencial de refinación y los demás costos e impuestos necesarios para representar el valor del respectivo derivado puesto en Chile.

El valor del petróleo crudo WTI a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, corresponderá al promedio simple móvil de los precios promedio semanales del petróleo crudo WTI, en el período comprendido entre "n" semanas hacia atrás contadas desde la semana respectiva, y "m" meses hacia adelante considerando precios en los mercados de futuros. El informe de la Comisión Nacional de Energía a que se refiere el inciso primero deberá indicar la metodología de cálculo del citado promedio.

El diferencial de refinación a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, corresponderá al que se extraiga del promedio móvil de los precios promedio semanales de los respectivos combustibles, en el período comprendido por "s" semanas hacia atrás contadas desde la semana respectiva. El informe de la Comisión Nacional de Energía deberá indicar la metodología de cálculo del citado promedio móvil.

El valor del parámetro "n", "m" o "s" tendrá una vigencia mínima de cuatro semanas, al término de las cuales podrán ser modificados en el respectivo decreto que fija los precios de referencia, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. No obstante lo anterior, los valores mínimos de "n" y "s" corresponderán a ocho semanas y el valor mínimo de “m” a tres meses, mientras que los valores máximos de "n" y "s" corresponderán a treinta semanas y el valor máximo de "m" a seis meses.

La Comisión Nacional de Energía deberá explicitar en su informe los precios de referencia intermedio y la metodología usada para determinar estos precios.

Los precios de referencia superior o inferior para un determinado combustible, no podrán diferir de un doce coma cinco por ciento del precio de referencia intermedio correspondiente. El precio de referencia intermedio calculado y el resultado de la aplicación del porcentaje de 12,5 referido anteriormente, se restringirá al primer decimal, redondeando el resto.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por precio de paridad de importación, la cotización promedio de dos semanas observada de entre los mercados internacionales relevantes de los combustibles gasolina automotriz, petróleo diesel y gas licuado de petróleo y para calidades similares a las vigentes en Chile, incluidos los costos de transporte, seguros y otros, cuando corresponda. Para estos efectos, para cada combustible se considerará un mercado relevante o un promedio de dos mercados relevantes.

Los precios de referencia y de paridad se expresarán en dólares de los Estados Unidos de América y se calcularán según se establezca en el reglamento. Tales precios o valores serán mera referencia y no constituirán precios mínimos ni máximos de venta.

El precio de paridad de cada combustible será fijado semanalmente por el Ministerio de Energía, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. Éste será calculado, por primera vez, dentro de la semana de publicación de esta ley, considerando los precios promedio observados las dos semanas anteriores y regirá a partir del día jueves siguiente. En lo sucesivo, el precio de paridad se fijará una vez por semana, considerando los precios promedio observados en las dos semanas anteriores y entrará en vigencia el día jueves siguiente a su fijación.

Los decretos que se dicten en virtud de lo dispuesto en este artículo y en el artículo siguiente se ejecutarán desde la fecha señalada en los mismos.

Para los efectos de este artículo y del artículo siguiente, se entenderá por semana al período de siete días consecutivos cuyo comienzo y término será determinado por el decreto respectivo.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, los informes de la Comisión Nacional de Energía a que se refieren este artículo y el artículo siguiente, serán enviados al Ministerio de Energía a más tardar el día lunes previo a su entrada en vigencia.

Artículo 3°.- Definición del componente variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502. Para esta primera etapa, establécese a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, un mecanismo integrado por los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere esta ley, los cuales se aplicarán principalmente a través del nuevo componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles:

1) Si el precio de referencia inferior es mayor que el precio de paridad, ese combustible estará gravado por un impuesto cuyo monto por metro cúbico será igual a la diferencia entre ambos precios. En este caso el componente variable de ese Impuesto Específico será igual al valor de aquel impuesto y se sumará al componente base.

2) Si el precio de paridad excede al precio de referencia superior, operará un crédito fiscal cuyo monto por metro cúbico será igual a la diferencia entre ambos precios. En este caso, el componente variable de ese Impuesto Específico será igual al valor absoluto de dicha diferencia y este valor se restará del componente base.

3) Si el crédito fiscal fuera mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será abonado por el Servicio de Tesorerías al importador o vendedor en la primera venta en Chile, según se establezca en el reglamento que se dicte al efecto.

4) El gas natural comprimido para consumo vehicular estará gravado con un impuesto o recibirá un crédito fiscal cuyo monto por cada mil metros cúbicos será igual al monto del impuesto o crédito, según corresponda, del gas licuado de petróleo para consumo vehicular en el mismo período multiplicado por 1,5195. Este impuesto o crédito será el componente variable del Impuesto Específico del gas natural comprimido y se sumará o restará al componente base, según corresponda.

El crédito fiscal por metro cúbico podrá ser ajustado mediante decreto emitido por el Ministerio de Energía, el que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", en el evento que la estimación del valor total de los créditos proyectados, para el período menor entre dieciséis semanas y aquél que reste para la vigencia de la aplicación de los mecanismos establecidos en el Título II de esta ley, fuese superior al equivalente al 50% del saldo del Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo al 30 de junio de 2010 y previo informe de la Comisión Nacional de Energía en el que se contenga la referida estimación. El ajuste será el necesario para no alcanzar dicho tope en el lapso indicado y podrá ser distinto para cada combustible considerando su incidencia proyectada en el crédito. Con todo, en el evento que se alcance el tope, dejarán de regir desde la semana siguiente a dicho evento los créditos fiscales a que se refiere este artículo.

El Impuesto Específico a aplicar a los combustibles será el informado por el Servicio de Impuestos Internos a más tardar el día jueves de la semana en que empiece a regir. El monto del Impuesto Específico se expresará en UTM/m3 en el caso de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas licuado de petróleo, y en UTM/1.000m3 en caso del gas natural comprimido, y será calculado según se establezca en el reglamento que se dicte.

Estos montos se calcularán por primera vez el martes de la semana siguiente a la de publicación de esta ley, los que  regirán a  partir  del jueves siguiente al martes mencionado y se modificarán cada vez que entren en vigencia nuevos precios de paridad o de referencia.

El componente variable del Impuesto Específico tendrá el mismo tratamiento respecto al Impuesto al Valor Agregado que el aplicado al Impuesto Específico. Asimismo, si el crédito determinado en el numeral 2) del inciso primero resultare mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será deducible de la base imponible del Impuesto al Valor Agregado en la forma que informe el Servicio de Impuestos Internos.

Título III

Del Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles

Artículo 4°.- Autorización para contratar coberturas. Autorízase al Fisco para contratar seguros o coberturas necesarias para cubrir los volúmenes de consumo de los combustibles señalados en el artículo 1° de esta ley, sujetos a los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, estimados por la Comisión Nacional de Energía y previamente informados por ésta al Ministerio de Hacienda. El mecanismo se denominará "Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles".

Mediante uno o más decretos supremos, suscritos por el Ministerio de Hacienda, se establecerá un sistema de seguro, consistente en la contratación de las coberturas financieras indicadas en el inciso precedente y se dictarán las disposiciones que sean necesarias para su funcionamiento.

El Presidente de la República, mediante los decretos supremos indicados en el inciso precedente, establecerá normas de determinación del tipo de coberturas financieras que se podrán contratar, sea comprando opciones "call" o vendiendo opciones "put", o bien opciones que combinen perfiles de pago de ambas. Estas opciones sólo podrán referirse a los precios de los combustibles mencionados en el artículo 1° de esta ley para aquellos combustibles autorizados para ser comercializados en Chile. También podrán aplicarse a precios de otros combustibles, siempre que dichos precios exhiban un comportamiento similar al de los anteriores y que además sean transados en mercados con gran volumen de transacciones con relación a las operaciones del Fisco.

En cada uno de estos contratos, la diferencia máxima entre la fecha de contratación y la última fecha de ejercicio será de doce meses. Del mismo modo, en cada contrato la diferencia mínima entre la fecha de contratación y la primera fecha de ejercicio será de dos meses.

Para las opciones "put" y para las opciones que combinen perfiles de pago de opciones "put y call", sólo se podrán contratar aquellas clases de opciones que sean autorizadas a través de un oficio del Ministerio de Hacienda, que deberá ser específico para cada nueva clase autorizada. Dentro de los quince días siguientes, el Ministro de Hacienda deberá remitir un informe a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, que justifique dicha autorización.

Un reglamento, dictado por el Ministerio de Hacienda, suscrito por el Ministro de Energía, establecerá los procedimientos de contratación, seguridad, supervisión y control de estas operaciones. Dichos procedimientos tendrán por único objeto contratar aquellas opciones que combinadas logren el mínimo costo y la máxima cobertura para los consumidores cubiertos, considerando también la seguridad de cumplimiento de las contrapartes.

El mismo reglamento, establecerá los mecanismos de información periódica al público, referida a la contratación y evolución de estas operaciones. En todo caso, las operaciones, incluyendo su evolución, deberán ser informadas dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo semestre calendario, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

En los contratos de las coberturas autorizadas de conformidad a esta ley, se deberá exigir, a lo menos, que cada opción "put" y opción combinada que se venda evite comprometer pagos que, en cada fecha de ejercicio, superen el producto de 30% del precio promedio del combustible al cual se refiere la respectiva opción en los diez días hábiles anteriores a cada fecha de pago establecida en el respectivo contrato, y la cantidad física cubierta por dicho contrato.

Asimismo, en el caso de las opciones "call", la suma neta del conjunto de todas las primas que corresponda pagar y recibir en una misma semana por un mismo combustible no podrá superar el 4% del precio promedio de paridad de importación de ese combustible en los últimos diez días hábiles anteriores a dicha semana, multiplicado por la demanda física estimada para esa semana del combustible sujeto a Impuesto Específico. Cuando el Ministerio de Hacienda proyecte que esta restricción tiene posibilidades significativas de ser incumplida, deberá instruir que los contratos suscritos a continuación logren una seguridad razonable de que se cumplirá. En ningún caso esas modificaciones podrán elevar el precio de ejercicio por encima del precio promedio de los últimos meses más 12,5%, ni reducir a menos de tres el número de meses tomados en cuenta para determinar el precio de ejercicio, ni reducir por debajo de dos meses el período que media entre la fecha de contratación y la primera fecha de ejercicio.

En el o los decretos supremos indicados en el inciso tercero de este artículo, se regularán las siguientes materias:

1) La determinación de la fórmula para estimar el número de opciones a comprar y,o vender y su alcance. Las variables referidas a cantidades físicas de productos sujetas al Impuesto Específico deberán contar con un informe previo de la Comisión Nacional de Energía;

2) La periodicidad con que se contratarán las opciones y los plazos y períodos de ejercicio o liquidación que éstas podrán tener;

3) Los criterios para elegir la fórmula usada para crear la proyección más reciente disponible del consumo esperado que paga Impuesto Específico, para cada combustible, prevista en el artículo 5° siguiente. Estas proyecciones deberán contar con un informe previo de la Comisión Nacional de Energía;

4) Los criterios para determinar la periodicidad de las fechas de ejercicio de las opciones, y

5) Los criterios de selección y diversificación de las contrapartes en los contratos de opciones, que minimicen el riesgo de incumplimiento.

Los respectivos contratos serán firmados por el Ministro de Hacienda.

La representación del Fisco en las operaciones que en cumplimiento de este artículo éste realice directamente, podrá ser delegada por el Presidente de la República en el Ministro de Hacienda o en los funcionarios que éste designe.

Los pagos o cobros de las coberturas que se contraten se operarán desde una cuenta especial del Servicio de Tesorerías. Por medio de decreto del Ministerio de Hacienda expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República" se señalarán los procedimientos de contabilidad separada de cada operación.

La Comisión Nacional de Energía prestará al Ministerio de Hacienda la asesoría que éste necesite en relación con el mecanismo de protección a que se refiere esta ley, según se determine en el o los decretos supremos que se adopten de conformidad con este artículo. Asimismo, dicha Comisión enviará, en la forma que se determine en el reglamento, al Ministerio de  Hacienda  información  referida  a  proyecciones  de los  consumos  esperados  cubiertos   por  el  Impuesto Específico, para cada combustible, de los precios de éstos en el mercado internacional y de las especificaciones de calidad a considerar para la contratación de las coberturas, a fin de que el Ministerio pueda determinar las opciones a contratar.

Artículo 5°.- Definición del Componente Variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, en el Seguro de Protección. En la segunda etapa, con el seguro de protección para variaciones de precios, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles será determinado como el Pago Neto de las opciones asignadas a cada combustible en esa semana, dividido por la cantidad del combustible respectivo cubierta por el seguro de protección y ponderada por el grado de cobertura. El Pago Neto de las opciones asignadas semanalmente a cada combustible se calculará como la suma del costo neto de las primas pagadas y recibidas esa semana, menos la liquidación neta ingresada en esa semana al ejercer las opciones correspondientes al mismo combustible y cumplir las indemnizaciones de opciones vendidas por dicho combustible.

Establécense a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere el artículo 1° de esta ley, los cuales se aplicarán principalmente a través del nuevo componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502:

1) Si el Pago Neto es positivo para un combustible, ese combustible estará gravado por un impuesto, cuyo monto por metro cúbico será igual al Pago Neto dividido por la proyección más reciente disponible del consumo esperado cubierto por el seguro de protección y ponderado por el grado de cobertura, para ese mismo combustible. El componente variable del Impuesto Específico será igual al valor de aquel impuesto que se sumará al componente base.

2) Si el Pago Neto es negativo para un combustible, operará un crédito fiscal para ese producto, cuyo monto por metro cúbico será igual al valor absoluto del Pago Neto dividido por la proyección más reciente disponible del consumo esperado cubierto por el seguro de protección y ponderado por el grado de cobertura, para ese mismo combustible. El componente variable de ese Impuesto Específico será aquel crédito fiscal y este valor se restará del componente base.

3) Si el crédito fiscal fuera mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será abonado por el Servicio de Tesorerías al importador o vendedor en la primera venta en Chile, según se establezca en el reglamento que se dicte.

4) El gas natural comprimido para consumo vehicular estará gravado con un impuesto o recibirá un crédito fiscal cuyo monto por cada mil metros cúbicos será igual al monto del impuesto o crédito, según corresponda, del gas licuado de petróleo para consumo vehicular en el mismo período multiplicado por 1,5195. Este impuesto o crédito será el componente variable del Impuesto Específico del gas natural comprimido y se sumará o restará al componente base, según corresponda.

Estos montos se calcularán por primera vez el martes de la semana siguiente al inicio de la segunda etapa, regirán a partir del primer día de la semana siguiente y se modificarán cada vez que se determine un nuevo Pago Neto. El Impuesto Específico a aplicar a los combustibles será informado por el Servicio de Impuestos Internos a más tardar el día jueves de la semana en que empiece a regir.

El monto del Impuesto Específico se expresará en UTM/m3 en el caso de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas licuado de petróleo, y en UTM/1.000m3 en caso del gas natural comprimido, y será calculado según se establezca en el reglamento que se dicte al efecto.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por semana al período de siete días consecutivos cuyo comienzo y término será determinado por el decreto respectivo.

El componente variable del Impuesto Específico tendrá el mismo tratamiento respecto al Impuesto al Valor Agregado que el aplicado al Impuesto Específico. Asimismo, si el crédito fiscal determinado  en el número 2) del inciso segundo de este artículo, resultare mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será deducible de la base imponible del Impuesto al Valor Agregado en la forma y monto que informe el Servicio de Impuestos Internos.

Título IV

Del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo

Artículo 6°.- Modificaciones al Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo. Modifícase la ley N° 19.030, que crea el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, de la siguiente forma:

1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 2°:

a) Agrégase, en el inciso sexto, a continuación de la expresión "se restringirá al primer decimal", la expresión ", redondeando el resto".

b) Sustitúyese, en el inciso noveno, el párrafo que comienza con la frase "Este será calculado" y hasta el punto final, por el siguiente: "Este será calculado, por primera vez, dentro de la semana de publicación de esta ley, considerando los precios promedio observados en la semana anterior y regirá a partir del día jueves de la semana siguiente. En lo sucesivo, el precio de paridad se fijará una vez por semana, considerando el precio promedio observado en la semana anterior y entrará en vigencia el día jueves siguiente a su fijación.".

c) Reemplázase el inciso penúltimo, por el siguiente: "Los decretos que se dicten en virtud de lo dispuesto en este artículo, se ejecutarán desde la fecha señalada en los mismos.".

2) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:

"Artículo 5°.- Para todos los efectos requeridos por esta ley, la Comisión Nacional de Energía estimará semanalmente los recursos disponibles del Fondo, así como el consumo semanal promedio esperado de las próximas 12 semanas, en adelante, también "q".

Facúltase al Ministro de Hacienda para incrementar, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, el Fondo en 5,4 millones de dólares de los Estados Unidos de América, mediante una o más transferencias de recursos disponibles en activos financieros del Tesoro Público.".

3) Modifícase el artículo 6º, de la siguiente forma:

a) Elimínanse en la letra a), del inciso primero, las expresiones que siguen a la frase "será igual a la diferencia entre ambos precios," pasando la coma a ser punto  aparte.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo: "El parámetro de protección temporal (T) señalado anteriormente será igual a 12.".

4) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:

"Artículo 8°.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán solamente al kerosene doméstico.".

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 7°.- Facúltase al Servicio de Tesorerías para transferir a la Cuenta Única Fiscal los saldos de los subfondos específicos de gasolina automotriz, petróleo diesel, gas licuado y petróleos combustibles creados al amparo de la ley N° 19.030, que crea el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo.

Artículo 8°.- El gasto que irrogue esta ley se imputará a la partida 50, Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo único.- Durante la primera etapa, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecido en la ley N° 18.502, será determinado según establece el artículo 3° del Título II de esta ley. La segunda etapa se iniciará en la fecha en que por primera vez corresponda al Ministerio de Hacienda elegir entre ejercer o no una cobertura del mecanismo del Título III contratada previamente. A partir del jueves de la semana subsiguiente a dicha fecha aquél componente variable establecido por el artículo 3° tendrá valor igual a cero y tendrá aplicación el componente variable establecido por el artículo 5° del Título III de esta ley.

El Ministerio de Hacienda informará en su página electrónica la primera contratación en el marco del mecanismo de Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles señalado en el Título III, dentro de los 3 días hábiles siguientes de suscrito dicho contrato.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 31 de agosto y 7 de septiembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señoras Isabel Allende Bussi, Evelyn Matthei Fornet y Ximena Rincón González, y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José García Ruminot, José Antonio Gómez Urrutia, Jaime Orpis Bouchon y Baldo Prokurica Prokurica. 

Sala de las Comisiones unidas, a 10 de septiembre de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de las Comisiones Unidas
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO, ALLENDE (DOÑA ISABEL) Y ESCALONA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE INDULTOS PARTICULARES

(7205-07)

Honorable Senado:

Vistos.
Lo dispuesto en los artículos 1°, 5°, 19°, 32° numeral 14 y 63° numeral 20° de la Constitución Política de la República y en la Ley 18.050.

Considerando:

Que la teoría política consagra la división de los poderes del Estado en los tradicionales Ejecutivo, Legislativo y Judicial, que ejercen sus atribuciones con independencia, respetándose la autonomía de cada cual.

Que, sin embargo, las diversas modalidades de Gobierno que asumen las naciones implican esferas de complementación e incluso de intervención de éstos.

Que corresponde exclusivamente al Poder Judicial, según la Constitución Política de la República, la facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado.

Que, sin embargo, desde antiguo nuestras Cartas Fundamentales han entregado al Presidente de la República la facultad de dictar indultos particulares, que implican una revisión de los fallos judiciales.

Que la Real Academia Española de la Lengua define indulto como aquella “gracia que excepcionalmente concede el jefe del Estado, por la cual perdona total o parcialmente una pena o la conmuta por otra más benigna.”
La doctrina jurídica, por su parte, le conceptualiza como la “gracia acordada al condenado por sentencia ejecutoriada, que le remite, total o parcialmente, la pena o penas que le fueron impuestas o se le conmuta por otra u otras más leve.”
Que la razón fundamental de la existencia de esta facultad excepcional radica en la potestad suprema que se le supone al gobernante, disponiéndole todas las herramientas necesarias para la mantención de la paz social.

El origen de esta institución se encuentra en la antigüedad, existiendo ya en Grecia y Roma, desde donde pasa a los distintos textos jurídicos del mundo occidental.

Que, con algunos matices, los distintos ordenamientos constitucionales que ha tenido nuestra patria han consignado esta atribución, a veces entregándola al Primer Mandatario, en otras al Congreso Nacional o incluso a ambos, según la naturaleza de la condonación o remisión, como en nuestro actual texto fundamental.

Que la validez y conveniencia de esta institución, fundamentalmente en el caso de los indultos particulares, resulta muy discutida.

Sus detractores señalan que se trata de una intervención excesiva del Poder Ejecutivo respecto de las decisiones judiciales que implica desatender el cumplimiento de la ley y favorecer la impunidad y la arbitrariedad.

Que, sin perjuicio de la posibilidad de discutir la legitimidad y pertinencia del indulto particular, mientras éste subsista en nuestra legislación debe encontrarse regulado adecuadamente con el objeto de disminuir el margen al abuso y la falta de transparencia.

Que la regulación a que está sometida esta facultad, la Ley 18.050, de 1981 resulta muy vaga, especialmente respecto de la necesidad de que la ciudadanía conozca la identidad de los favorecidos y las causas por las que merecieron esta gracia.

En este sentido, creemos que la naturaleza excepcional del beneficio debe imponerse sobre la privacidad, sin perjuicio de la posibilidad posterior del beneficiado de acceder a la limpieza de sus antecedentes penales, conforme a las reglas generales.

Que, lamentablemente, tratándose de una facultad presidencial, los parlamentarios nos hallamos impedidos de realizar una modificación legal, que sería el camino más viable y sencillo, quedando sólo la vía constitucional para ello.

Por lo anterior, el senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

Proyecto de Reforma Constitucional
Artículo único.- Intercálese en el numeral 14° del artículo 32° de la Constitución Política de la República, a continuación del punto seguido que sucede a la palabra “ley” y antes de la expresión “El, lo siguiente:

“Dicha gracia será otorgada, en todos los casos, a través de un decreto supremo fundado de carácter público, que exprese, en términos generales, las razones que se hubieran considerado en favor del beneficiario.”
(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ALLENDE (DOÑA ISABEL), RINCÓN (DOÑA XIMENA), MUÑOZ ABURTO Y ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY RELATIVO A TÉRMINO DEL CONTRATO DE TRABAJO POR FALTAS A LA SEGURIDAD MINERA

(7210-13)

Honorable Senado:

Antecedentes.
Nuestra legislación laboral dispone una institución excepcional de término de la relación laboral denominada autodespido o despido indirecto, que invierte la situación fáctica que prima por regla general en materia laboral. En efecto, el artículo 171° del Código del Trabajo establece claramente el derecho que asiste al trabajador de poner término a la relación laboral en el evento que el empleador incurra en alguna de las causales de término de la relación laboral sin derecho a indemnización dispuestas en el artículo 160º del mismo cuerpo legal.

Una de las situaciones reguladas por el autodespido o despido indirecto es la causal de término de la relación laboral determinada por actos, omisiones o imprudencias temerarias que afecten a la seguridad o al funcionamiento del establecimiento, a la seguridad o a la actividad de los trabajadores o a la salud de éstos. Esta causal hace una referencia expresa a situaciones que afecten la seguridad de los trabajadores, es decir, que de alguna u otra manera ponga en riesgo su vida o integridad física. Debemos considerar que esta causal esta construida desde el punto de vista de la generación del peligro o amenaza por parte de un trabajador, sin embargo, al incluirse esta causal de término de la relación laboral dentro de las hipótesis del autodespido o despido indirecto se invierte el punto de vista señalado, por cuanto será el trabajador quién imputará la conducta contenida en la hipótesis normativa del artículo 160 Nº 5 del Código del Trabajo al empleador, es decir le imputará el poner en riesgo la vida o integridad física de los trabajadores, debiendo probar en juicio las conductas señaladas.

El inciso 1° del Decreto Supremo Nº 132 que establece el Reglamento de Seguridad Minera dispone la obligatoriedad del empleador en otorgar a los trabajadores, en forma gratuita, los elementos de seguridad personal adecuados con la función que desempeñan. En este sentido, podemos observar que el empleador, en el caso específico la empresa minera, tiene la obligación legal de entregar todos los implementos necesarios para la seguridad de los trabajadores de acuerdo con la función que desempeñan en la faena minera, no obstante aquello, el trabajador no tiene ninguna herramienta legal para poner a resguardo su vida e integridad física ante el incumplimiento del empleador.

Una interpretación extensiva de la norma contenida en el artículo 160 Nº 5 del Código del Trabajo permitiría establecer que dicha hipótesis normativa puede entenderse contenida, en materia de autodespido o despido indirecto, respecto de la conducta del empleador que en la faena minera no entrega, en forma gratuita, todos los elementos necesarios al trabajador para resguardar su vida e integridad física en función de la labor que realiza o desempeña. Sin embargo, creemos que dicha situación no brinda una herramienta legal eficiente al trabajador para resguardarse frente a omisiones del empleador que pongan en peligro su vida e integridad física por cuanto, se deberá a estar a la interpretación que hagan los tribunales de la norma en cuestión, los cuales muchas veces se oponen a las interpretaciones extensivas de las mismas. Es por esta razón que creemos que debemos modificar nuestro Código del Trabajo para que contenga expresamente una norma que entregue la prerrogativa a los trabajadores de faenas mineras, para poner término a la relación laboral cuando el empleador no cumpla sus obligaciones en materia de seguridad minera, poniendo en riesgo la vida e integridad física de los trabajadores, sin perder el derecho a percibir las indemnizaciones por falta de aviso o por años de servicios, establecidas en los artículos 162° y 163° del Código del Trabajo, como ocurre al aplicarse las causales de mutuo acuerdo o renuncia dispuestas en el artículo 159° del mismo cuerpo legal, que constituyen aquellas causales en que el trabajador pone término a la relación laboral.

Ideas matrices
El presente proyecto de ley tiene por objeto establecer expresamente en el Código del Trabajo una norma que permita al trabajador de faenas mineras poner término a la relación laboral, en el evento que el empleador no cumpla con sus obligaciones en materia de seguridad minera, es decir, no entregue gratuitamente los elementos de protección personal adecuados a la función que desempeña el trabajador, poniendo en riesgo su vida e integridad física.

Es sobre la base de estos antecedentes que vengo en proponer el siguiente:

Proyecto de Ley

Art. Único.- Agréguese un nuevo inciso final al artículo 171° del Código del Trabajo del siguiente tenor:

“Se aplicará lo dispuesto en este artículo en las faenas mineras en que el empleador no cumpla con la obligación establecida en el inciso 1° del artículo 32° del Decreto Supremo Nº 132 que establece el Reglamento de Seguridad Minera. Para todos los efectos legales, se entenderá que el trabajador de la faena minera, en esta situación particular, invoca como causal de término de la relación laboral la establecida en el numeral 5° del artículo 160 de este Código”.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- 
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